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INTRODUCCIÓN 
La República Argentina está viviendo unos años de estabilidad, en 
primer lugar política y últimamente también económica. Esta estabilidad 
impulsa el progreso y junto con éste la posibilidad de plantear una 
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reorganización jurídica del país con cambios sustanciales que pasan por 
una posible (y ya bastante hablada) reforma de la Constitución. 
La Constitución argentina fue dictada en 1853, y con algunas modifi-
caciones, que podríamos calificar en su conjunto de accidentales, es toda-
vía la que rige la vida jurídico-política de esta nación. Pese a haber sido 
dictada en 1853, su normativa es perfectamente actual, fruto, en nuestra 
opinión, de las corrientes de influencia que se plasmaron en ella, una de 
tipo liberal y otra con un sesgo más tradicional y católico, que indujeron a 
que no se caye~ en la intolerancia ni en uno ni en otro sentido. 
Sin embargo, es innegable que hay aspectos que requieren una revi-
sión. Así, por ejemplo, debe actualizarse la segunda parte de este cuerpo 
legal, es decir, su parte orgánica, introduciendo modificaciones tendentes 
a incorporar en el texto de la Carta Magna una serie de enmiendas que 
actualmente se dan de hecho, generalmente por medio de previsiones 
constitucionales realizadas para circunstancias extraordinarias; un ejemplo 
de ello lo constituyen las sesiones extraordinarias del Congreso que todos 
los años se convocan pues el período de sesiones ordinarias resulta 
demasiado breve. 
Entre las cuestiones que el gobierno actual se propone revisar, y en 
realidad se trata del motor de la reforma, se encuentra la reelección del 
Presidente de la República, que actualmente se encuentra vedada. Junto 
con esto, se comienza a hablar de revisar otros temas, en buena medida 
para tratar de evitar que todo se centre en la reelección presidencial, entre 
los cuales algunos pretenden se incluyan las relaciones Iglesia-Estado. El 
Presidente de la República ha manifestado su intención de no modificar la 
primera parte de la Carta Magna, la de «Declaraciones, Derechos y Ga-
rantías», o parte dogmática, donde se encuentra el nucleo de las relaciones 
Iglesia-Estado y de la cuestión religiosa en general. Hay, sin embargo, en 
la parte orgánica disposiciones que hacen referencia a la cuestión religiosa 
y que podrían sufrir modificaciones, como son, por ejemplo, el requisito 
de pertenencia al Culto Católico para ser elegido Presidente o Vicepre-
sidente, o las ya obsoletas normas reguladoras del Patronato que han 
perdido vigencia por la firma del Acuerdo con la Santa Sede de 1967. 
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Basten estas pinceladas del momento actual argentino para mostrar el 
especial interés que tiene en este marco un trabajo como el que nos 
proponemos realizar. 
Utilizaremos al abordar el estudio de la normativa el método histórico-
sistemático. Esta metodología nos permitirá desentrañar el significado de 
cada una de las disposiciones que analizaremos, al considerarlas dentro 
del marco histórico en el que se forjaron y dentro del cuerpo legal en el 
que se encuentran recogidas. 
El 25 de mayo de 1810 empezó en la Argentina el proceso de eman-
cipación. Un proceso que se iba a extender, en cuanto tal, hasta 1816,año 
en el que, el 9 de julio, se declaró definitivamente la independencia. Pero 
este proceso implicaba el nacimiento de una nueva nación, que debía 
organizarse. Dicha organización tardó muchos años en concretarse, ya que 
ésta no ocurrió hasta 1853, año en que, como hemos dicho, se dictó la 
Constitución argentina. 
Esta Constitución recoge fundamentalmente tres tipos de elementos, 
como señala Bosca1, correspondientes a las líneas de influencia doctrina-
les vigentes en aquella época. Estos elementos son: a) el separatismo 
laicista, b) los elementos confesionales incorporados a la tradición consti-
tuyente nacional por la influencia católica asentada en la conquista y 
colonización españolas, y c) el jurisdiccionalismo liberal heredado de la 
monarquía borbónica. 
La existencia de estos tres grupos de elementos resulta lógica si se 
tienen en cuenta las fuentes y antecedentes de la Constitución de 1853. En 
primer lugar, las disposiciones que integran el primer grupo tienen su 
origen en la influencia de la Constitución de los Estados Unidos, la cual, 
para algunos autores, constituyó una fuente principalísima de inspiración 
y para otros apenas fue utilizada2, aunque todos los autores coinciden en 
que en materia religiosa no fue seguida a ciegas. A esta influencia se 
l. Cfr. BOSCA, R., El derecho eclesiástico en la Argentina. Reseña legislativa y 
jurisprudencial, en «Anuario de derecho eclesiástico del Estado» III (1987), pp. 462-463. 
2. Sobre la influencia de la Constitución de los Estados U nidos, pueden consultarse: 
LEVAGGI, A., Espfritu del constitucionalis/llo argentino de la primera mitad del siglo XIX, en 
«Revista de Historia del Derecho» 9 (1981), pp. 239-301 ; ZORRAQufN BECU, R. , Las fuentes 
de la Constitución de 1853, en «Revista de Historia del Derecho» 16 (1988). pp. 209-248; 
TAU ANZOATEGUI. V., Las ideas jurfdicas en la Argentina (siglos XIX-XX), Buenos Aires 
1977, pp. 86-88. 
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sumaba la de la tradición (no sólo legislativa, sino también, y principal-
mente, cultural) española y rioplatense, que no permitía se tratase a la 
Iglesia Católica con los mismos parámetros que a las demás confesiones. 
La tercera fuente de influencia procede del regalismo, tan extendido en ese 
entonces. 
Esta misma convergencia de corrientes doctrinales se dio en los 
miembros de la Asamblea Constituyente, que eran, en su mayoría, 
hombres impregnados de las ideas liberales de la revolución francesa3, 
pero que también habían sido educados en la tradición católica española, y 
concientes de que no podían renunciar a ella, pues la mayoría de los 
habitantes eran más proclives a esta segunda corriente4• 
El primero de los elementos citados lo encuentra Bosca en «la ausen-
cia de una confesionalidad formal en contraposición a las constituciones 
provinciales y a los anteriores intentos constituyentes de 1815, 1817, 
1819 Y 1826. El Estado argentino, en efecto, no se declara católico ni se 
ha pronunciado sobre una consagración oficial acerca de confesión reli-
giosa alguna, otorgando al catolicismo, sin embargo, un estatus preferen-
cial que algunos interpretan como resultado de un reconocimiento socio-
lógico de la conformación religiosa de la población y otros como una 
valoración del mismo en cuanto religión verdadera»5. 
El segundo grupo, el de los elementos confesionales, se encuentra 
rápidamente. Así, el artículo 2 impone al gobierno federal la obligación de 
sostener el Culto Católico, Apostólico, Romano, fórmula que, como 
veremos, ha dado lugar a distintas interpretaciones; el artículo 76 exige 
para ser presidente o vicepresidente la condición de pertenecer a la Iglesia 
Católica; estos mismos funcionarios, al asumir sus cargos, juran por Dios 
y los Santos Evangelios (artículo 80); el inciso 15 del artículo 67 enco-
mienda al parlamento promover la conversión de los indios al catolicismo. 
3. Cfr. CASIELLO, J., Principios doctrinales que inspiran la nueva constituci6n 
argentina, en «Revista de Estudios Políticos» 56 (1951), pp. 155-156. 
4. Cfr. ROMERO, C. E., Las creencias constitucionales y políticas. en «Revista de 
Estudios Políticos» 183-184 (1972), pp. 323-356; DANA MONTAliIo, S., La Constituci6n 
nacional argentina de 1853, en «Revista de Estudios Políticos» 71 (1953), pp. 160-166; 
ZORRAQUfN BECU, R., El Derecho en la historia argentina, Buenos Aires 1957, p. 39. 
5. BOSCA, R., El derecho ... , cit., p. 462. 
LA CUESTIÓN REUGlOSA EN LA CONSTITIJOÓN ARGENTINA 81 
Los elementos provenientes del regalismo se aprecian en varios 
artículos relacionados con las facultades de los distintos Poderes. El Poder 
Legislativo admite a las nuevas órdenes religiosas que deseen instalarse en 
el país con posterioridad a 1853 (artículo 67, inciso 19); el Poder 
Ejecutivo ejerce los derechos del Patronato en la presentación de obispos a 
propuesta en tema del Senado (artículo 86, inciso 8); y concede el Pase a 
los decretos de los concilios, bulas, breves y rescriptos con acuerdo de la 
Corte Suprema, requiriéndose además, cuando se trate de disposiciones 
generales, una ley (inciso 9 del mismo artículo 86). Este tercer grupo de 
normas han sido sustancialmente alteradas por el Acuerdo firmado entre la 
Santa Sede y la República Argentina (1967). 
Las disposiciones que componen estas tres líneas de influencia son 
las que estudiaremos en este trabajo, y en su conjunto forman la estructura 
del derecho eclesiástico argentino; sobre la cual se afirman las demás 
reglas que completan este derecho, organizando el régimen legal de la 
materia religiosa. 
1. EL ARTICULO 2 DE LA CONSTIWCIÓN (EL SOSTENIMIENTO DEL 
CULTO CATÓLICO) 
El artículo 2 de la Constitución argentina establece la siguiente 
decisión política: «el gobierno federal sostiene el culto católico apostólico 
romano». Esta redacción, no del todo precisa, ha originado disparidad en 
la interpretación de su alcance, e importó, a su vez, un verdadero cambio 
respecto de los precedentes nacionales, que formulaban más explícita-
mente el compromiso del Estado argentino respecto de la Iglesia. 
Analizaremos, entonces, los precedentes nacionales que se refieren a 
este artículo, en la medida en que resulten necesarios para la comprensión 
de la redacción del artículo 2 y las diferencias ideológicas que subyacen en 
dicha redacción. 
Con el mismo objetivo estudiaremos el debate de este artículo en la 
Asamblea Constituyente, las distintas posturas manifestadas en el seno de 
la Asamblea y los fundamentos doctrinales de estas posturas. 
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Para terminar lo referente a este artículo, veremos las distintas inter-
pretaciones que se han dado del mismo, los puntos de apoyo de cada una 
y sus consecuencias. 
A. Distanciamiento de los precedentes históricos 
No se puede perder de vista, a la hora de estudiar los antecedentes 
nacionales, la conquista española, con su carácter no sólo político sino 
también religioso, para poder comprender las características esenciales de 
la idiosincrasia argentina en el período de la independencia y la organi., 
zación nacional. En efecto, el ideal de los reyes no fue exclusivamente 
ensanchar sus fronteras y expandir su comercio, sino que incluía, además, 
transplantar la vida cristiana a las Indias, convirtiendo a sus habitantes a la 
fe de Jesucristo. 
En la época del descubrimiento, España acababa de terminar la guerra 
contra el imperio islámico. La reconquista había impregnado la sociedad 
de un fuerte sentimiento religioso que rápidamente se trasladó a las Indias. 
Citaremos, sólo a modo de ejemplo y para no remontarnos excesiva-
mente en el pasado, el antecedente más inmediato y relevante de los 
primeros proyectos constitucionales argentinos, la Constitución española 
de 1812, la cual en su artículo 12 decía: «La religión de la nación española 
es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, única verdadera. 
La nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el ejercicio de 
cualquier otra». 
«Aunque extramuros de la Constitución se planteara el problema 
religioso, ésta se manifiesta tajantemente católica no sólo en el artículo 12, 
( ... ), sino también ordenando iniciar con misa solemne las distintas 
reuniones electorales, estableciendo el juramento de su defensa a los 
diputados (att. 117), obligando al rey a jurarla (art. 173), a la Regencia 
(art. 196), manteniendo el fuero eclesiástico (art. 249) y ordenando la 
enseñanza del catecismo en las escuelas de primeras letras (art. 366)>>6. 
6. PARIAS GARCfA, P., Breve historia constitucional española, Madrid 1981, p. 32. 
Sobre la influencia de esta Constitución, no sólo en los antecedentes argentinos de la 
Constitución de 1853, sino también en la misma Constitución. puede verse GARctA 
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Teniendo presente los antecedentes históricos y jurídicos no llamará la 
atención el sesgo claramente confesional que tenían los precedentes 
nacionales de la Constitución de 1853 y se comprenderá, asimismo, la 
novedad de criterio adoptado por este texto constitucional, que toma una 
postura, según los parátnetros de la época, de corte liberal. 
La Primera Junta de Gobierno Patrio, constituida a partir del cabildo 
abierto del 25 de mayo de 1810, fue la que realizó la primera profesión de 
Fe Católica de la historia de la Argentina independiente. Esta tuvo lugar al 
día siguiente de la revolución, el 26 de mayo de 1810. Dicha Junta, en una 
proclama conocida como «El Ideal de Mayo»; informa acerca de los fines 
que se proponía. La religión ya tiene un lugar de relieve entre los objetivos 
de la Junta: «Fijad, pues, vuestra confianza, y aseguraos de nuestras 
intenciones. Un deseo eficaz, un celo activo, y una contracción viva y 
asidua a proveer, por todos los medios posibles, la conservación de 
nuestra religión santa, la observancia de las leyes que nos rigen ... »7. 
Los primeros proyectos constitucionales se redactaron al convocarse 
la Asamblea del año XUI (1813). Se conocen cuatro de estos proyectos. 
El primero, el proyecto oficial que se presentó a la Asamblea, dice: «La 
religión Católica es la religión del Estado» (Cap. 111, arto 10). El segundo, 
de la llamada Sociedad Patriótica, se expresaba: «La religión Católica es y 
será siempre la del Estado» (Cap. UI, art. 12). El tercero es exactamente 
igual que el primero. El cuarto estaba redactado en otros términos: «El 
Congreso no permitirá algún establecimiento de religión, ni prohibirá el 
libre ejercicio de la Católica, que profesamos, como la única y prepon-
derante en las Provincias Unidas», aunque efectivamente no declara que la 
religión del Estado sea la Católica, al estar el verbo profesamos en boca de 
los representantes oficiales del Pueblo, puede tomarse a éste como una 
profesión de fe del Estad08. 
Estos proyectos y otros fueron los que inspiraron los sucesivos 
estatutos, reglamentos, y demás cuerpos legales, que, con características 
M ART(NEZ, R ., La Constitución española de 1812 como antecedente constitucional 
argentino, en «Revista de Estudios Políticos» 138 (1964), pp. 192-202. 
7. LEVENE, R., Historia de la nación argentina, t. V, Buenos Aires 1941, p. 53. 
8 . El texto .de todos estos proyectos se hallan en RAVIGNANI, E., Asambleas 
constituyentes argentinas. t. VI, Buenos Aires 1939, pp. 607, 616, 624 Y 637. 
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constitucionales, se dictaron con anterioridad a la Constitución de 1853, 
en busca de dar al naciente país una estructuración jurídica. 
El primero de estos estatutos, el Estatuto Provisional para dirección y 
administración, dictado por la Junta de Observación el 5 de mayo de 
1815, en su sección 1°, capítulo 11, decía: «Artículo 1. La religión católica, 
apostólica, romana, es la religión del Estado. Artículo 11. Todo hombre 
deberá respetar el culto público y la religión santa del Estado; la infracción 
de este artículo será mirada como una violación de las leyes fundamentales 
del país»9. 
«Es significativo y concluyente el triple juramento que prestan los 
congresistas de Tucumán de 1816. El primero -que es como decir el más 
importante- se refiere a la defensa de la religión: «¿Juráis a Dios Nuestro 
Señor y prometéis a la Patria conservar y defender la religión Católica, 
Apostólica, Romana?». El segundo atiende a la defensa del territorio de 
las Provincias Unidas del Rio de la Plata: y el tercero al desempeño de los 
demás deberes»lO. 
El Reglamento Provisorio, del 3 de diciembre de 1817, emanado del 
Congreso General Constituyente (1816-1820), está redactado exactamente 
en los mismos términos que el Estatuto Provisional de 181511• 
El Congreso General Constituyente (1816-1820) terminó su tarea de 
redactar una Constitución el día 22 de abril de 1819, fecha en la que dictó 
la Constitución de las Provincias Unidas de Sudamérica. En su sección 
primera expresaba: «Artículo 1. La Religión Católica Apostólica Romana 
es la religión del Estado. El Gobierno le debe la más eficaz y poderosa 
protección y los habitantes del territorio todo respeto, cualquiera que sean 
sus opiniones privadas. Artículo 11. La infracción del artículo anterior será 
mirada como una violación de las leyes fundamentales del país»12. 
En el artículo 3° de la Constitución de la República Argentina, dada 
por el Congreso General Constituyente, del 24 de diciembre de 1826, se 
establecía: «Su religión, es la religión católica, apostólica, romana, a la 
9. LEGÓN, F. J.- MEDRANO, S. W., lAs Constituciones de la República Argentina. 
Madrid 1953. p. 235. 
10. BRUNO, C .• El Derecho Público de la Iglesia en la Argentina, Buenos Aires 1956. 
1. 11. p. 64. 
11. LEGÓN. F. J.- MEDRANO. S. W .• lAs Constituciones ...• cit.. p. 278. 
12. Ibidem. p. 323. 
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que prestará siempre la más eficaz y decidida protección; y sus habitantes 
el mayor respeto, sean cuales fueren sus opiniones religiosas»13. 
Se apartó también, el artículo 2 de la Constitución de 1853, de la 
opinión del más decisivo inspirador de la Constitución, Alberdi, quien 
afirmaba. en efecto, la necesidad de consagrar el catolicismo como 
religión del Estado, pero sin excluir el ejercicio público de los otros cultos 
cristianos 14. 
Tampoco se encuentra este artículo en la línea de las Constituciones 
dictadas en esta época por los demás países de Iberoamérica. A manera de 
ejemplo podemos citar la Constitución uruguaya de 1830, vigente en 
1853, que en su artículo 5 decía: «la religión del Estado es la Católica 
Apostólica Romana»15; y la Constitución de Colombia de 1843, también 
vigente en 1853, la cual establecía en el artículo 16: «La religión Católica, 
Apostólica, Romana es la única cuyo culto sostiene y mantiene la Repú-
blica»16. Sólo cabe una excepción: la Constitución de Venezuela del 6 de 
mayo de 1830, que no hace ninguna referencia a la cuestión religiosal7. 
Las demás, sin otra salvedad, profesaban entonces la Católica como 
religión de Estado. 
Inclusive en Europa, al menos tres de las naciones de población 
católica, muy afines a la Argentina (España, Portugal e Italia), mantenían 
en 1853 la Católica como religión del Estado. 
B. El debate en el congreso de Santa Fe y las ideas de los constituyentes 
Aunque, como veremos más adelante, según una de las posibles 
interpretaciones del artículo 2, éste no comporta una mengua en la confe-
13. Ibidem, p. 359. 
14. Alberdi consideró siempre que la profesión pública de la Fe Católica era compa-
tible con la libertad. Cfr. GHJRARDJ, D. A., El primer Alberdi. La filosofla de su tiempo, 
Buenos Aires 1989, pp. 221-222. 
15. GROS ESPIELL, H., Las Constituciones del Uruguay, Madrid 1956. p. 148. 
16. URIBE VARGAS, D., Las Constituciones de Colombia, t. n, Madrid 1977, p. 883. 
17. «Nada decía el texto constitucional sobre la libertad religiosa; por la ley de 18 de 
febrero de 1834 se proclamó ésta formalmente, en el mismo año se abrió la primera capilla 
protestante de Venezuela y el obispo de las Antillas Británicas bendijo el Cementerio de los 
ingleses. En 1833 fueron suprimidos lo diezmos». MARI~AS OTERO L., Las Constituciones de 
Venezuela, Madrid 1965, p. 35. Para el texto de la Constitución de 1830 vid. pp. 223- 256. 
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sionalidad del Estado, es innegable que la Constitución de 1853 se aparta 
de sus precedentes, principalmente mediante la inclusión del artículo 14, 
que estudiaremos en el siguiente apartado. Además, el artículo 2 no reco-
noce de forma expresa a la Religión Católica como religión del Estado. 
Nos ocuparemos ahora del debate a que dio lugar la sanción del 
artículo 2. 
Dos proyectos de Constitución corrían cuando se abrió el debate en 
1853: uno de Juan Bautista Alberdi, y otro de Pedro de Angelis. 
Alberdi «es el inspirador máximo, casi diría el co-redactor del 
instrumento de Santa Fe»18. «Los dos documentos: Bases (de Alberdi) y 
la Constitución sancionada entonces, son inseparables, sobre todo en la 
nota esencial que. en nuestro concepto, está dada por la filosofía que 
predomina en ambas»19. 
El proyecto de de Angelis, en cambio, quizás por las deficiencias de 
que adolecía, no encontró eco en el ánimo de los convencionales. Lo que 
no excluye que fuese expresión de una tendencia cualificada en el 
ambiente de 1853. 
En 10 que se refiere al tratamiento de la religión los dos proyectos 
proponían soluciones semejantes. 
Los miembros de la Constituyente se dividieron en dos grupos: el 
primero, el de los apodados «circuleros», era liberal y más numeroso; el 
segundo, el de los llamados «mazorqueros» (haciendo referencia a la 
mazorca de Juan Manuel de Rosas), era tradicionalista y minoritario. 
Reunido el Congreso en la ciudad de Santa Fe, se dispuso que los 
diputados Leiva, Ferré, Díaz Colodrero, Gorostiaga y Gutiérrez integra-
sen la comisión que se encargaría de redactar el proyecto de Constitución. 
Los diputados Leiva, Ferré y Díaz Colodrero pertenecían al grupo de los 
Mazorqueros, mientras que los dos restantes, Gorostiaga y Gutiérrez, 
eran miembros del de los circuleros. 
En la sesión del 22 de abril de 1853, se efectuó una distribución de 
tareas. Gutiérrez y Gorostiaga, los dos más capaces dentro de la comi-
18. DANA MONTA~O, S., La Constituci6n de 1853 y sus autores e inspiradores, Santa 
Fe 1943, p. 14; cfr. también HERRING, H ., Evoluci6n hist6rica de América latina, Buenos 
Aires 1972, pp. 860-862. 
19. SIERRA, V. D., Historia de la Argentina, Buenos Aires 1980, p. 157. 
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sión, redactarían un proyecto que sería sometido, posteriormente, al estu-
dio de la comisión. 
Fue sobre los dos diputados mencionados sobre los que ejerció una 
especial influencia la obra de Juan Bautista Alberdi. Esta influencia se 
intentó disimular para dar una mejor imagen del Congreso, pero la 
realidad es que los miembros del mismo, salvo contadas excepciones, 
carecían de la capacitación necesaria para la tarea de redactar una 
Constitución. 
Como en el seno de la comisión encargada de redactar el proyecto de 
Constitución la materia religiosa puso de manifiesto la existencia de los 
dos grupos que hemos mencionado, se recurrió a un golpe palaciego en la 
sesión del 23 de febrero, al resolver, «en consideración a la importancia 
de los trabajos encomendados» a dicha comisión, que se elevara el nume-
ro de miembros de la comisión de cinco a siete. Leiva trato de demostrar 
que carecía de objeto tal resolución, pero, obviamente, la mayoría circu-
lera la impuso, haciendo que se nombrase a los diputados Derqui y Zapata 
miembros de dicho grupo para los dos nuevos puestos. «Así la mayoría 
mazorquera de la comisión fue quebrada, máxime cuando el diputado 
Ferré fue enviado por Urquiza a Corrientes, y para reemplazarlo se 
designó a Zavalía»20. 
De este modo, la comisión, formada por mayoría circulera, decidió el 
texto del artículo 2 que sería presentado al debate de la Asamblea en pleno 
(<<El gobierno federal sostiene el culto católico, apostólico, romano»). 
El proyecto de Alberdi decía en su artículo 3: «la Confederación 
adopta y sostiene el culto católico y garantiza la libertad de los demás». 
Como se puede ver, este texto fue abandonado en dos aspectos. En primer 
lugar se deja de lado la expresión «adopta», limitándose exclusivamente al 
sostiene. Adoptar era considerado como declarar a la Católica la religión 
del Estado. El segundo cambio se basa en la decisión de incluir la libertad 
de culto en otro artículo: el 14. 
La Asamblea comenzó el debate del texto constitucional el21 de abril 
de 1853, debate que se desarrollaría con una «admirable» rapidez, si se 
tiene en cuenta la importancia del cuerpo legal que se aprobaba, exten-
diéndose hasta ellO de mayo de ese mismo año. 
20. Ibidem, pp. 166-167. 
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«Durante el laborioso debate surgieron las más variadas considera-
ciones. Es notable destacar que todos los participantes se declararon 
firmemente católicos y respetuosos de los principios admitidos por la 
Iglesia, pero no todos ellos acreditaron conocerlos en la integridad de sus 
alcances, según así se traduce a través de las argumentaciones que se 
invocaron para fundamentar el proyecto»21. 
Sierra, acerca de los debates, nos dice: «El desarrollo de los debates 
no autoriza a concederle una jerarquía intelectual que estuvo lejos de tener, 
aunque, eso sí, fue expresión ingenua de buena voluntad, de un deseo de 
acertar, de un afán de hacer obra útil en favor del país, expresado dentro 
de una modestia que no dejó de admitir la posibilidad de haber cometido 
muchos errores»22. 
Lógicamente la diversidad de opiniones que se había planteado en el 
seno de la comisión redactora se traslado a los debates de la Constitu-
yente. 
El grupo de los mazorqueros presentó tres proyectos alternativos 
tendentes a sustituir el texto del artículo 2 propuesto por la comisión. «El 
de Pedro Zenteno : «La Religión Católica, Apostólica, Romana, como 
única y sola verdadera, es exclusivamente la del Estado. El gobierno 
federal la acata, sostiene y protege, particularmente para el libre ejercicio 
del culto público. y todos los habitantes de la Confederación le tributan 
respeto, sumisión y obediencia». El de fray José Manuel Pérez: «El go-
bierno federal profesa y sostiene el culto Católico, Apostólico, Romano». 
y el de Manuel Leiva: «La religión Católica, Apostólica, Romana (única 
verdadera) es la religión del Estado; las autoridades le deben toda 
protección, y los habitantes, le deben veneración y respeto»23. Como dijo 
el mismo Leiva en el debate, «deseaba que el artículo fuese más explícito, 
más al alcance del pueblo, y que el objeto de él se recomendase más a 
todos los habitantes por su importancia y trascendencia»24. Leiva quería 
21 . CASIELLO, J., Iglesia y Estado en la Argentina. Régimen de sus relaciones, Buenos 
Aires 1948, p. 83. 
22. SIERRA, V. D., Historia de .. . , cit., pp. 160-161. 
23. BRUNO, C., Historia de la Iglesia en la Argentina, Buenos Aires 1966, t. X, 
pp. 331-332. 
24. SIERRA, V . D., Historia de ... , cit., p. 166. 
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que la Constitución tuviese un contenido moral, lo que resultaba imposible 
de comprender por la mayoría liberal circulera. 
Gorostiaga se opuso al agregado, pero argumentando, como explica-
ción, lo que él entendía que significaba el artículo en su redacción, el 
hecho de que la Religión Católica era la de la mayoría de la Confede-
ración, y que todo hombre, convencido de su origen divino, comprendería 
que es un deber del gobierno fomentarla y mantenerla25• 
Seguí. por su parte, manifestó que votaría el despacho de la comi-
sión, pues debía hacerse una distinción entre dogma y símbolo; ya que no 
correspondía que una convención política elaborara declaraciones acerca 
de la veracidad de un dogma, pero que, en cambio, sí consideraba a ésta 
competente para reverenciar el símbolo, es decir, para proclamar su 
respeto y dar preferencia a su cult026. A lo que agregaba que el despacho, 
redactado como estaba, «importaba la creencia sobre la verdad de la 
religión católica, pues sería un apurado absurdo obligar al gobierno fede-
ral al sostenimiento de un culto quimérico ... y que el respeto y veneración 
de los habitantes de la República estaban comprendidos en el deber que se 
imponía al gobierno de sostenerlo»27. 
En todo lo que hemos visto en los párrafos anteriores del debate 
encontramos una serie de concepciones de tipo doctrinal que nos parece de 
interés señalar. Estas ideas han dado lugar a un regulación del fenómeno 
religioso bastante adelantada a su época. 
Antes de mencionar dichas ideas consideramos importante, para evitar 
el hacerlo al referirnos a cada una, no perder de vista el contexto histórico 
en que tuvo lugar el debate de la Constitución y los conceptos vigentes por 
entonces. 
En primer lugar vemos una confusión entre religión del Estado e 
intolerancia religiosa. «No aparece en esta argumentación el concepto 
exacto de religión de Estado, que implica, estrictamente, el reconocimien-
to, de una manera oficial, de una determinada religión con el consiguiente 
acatamiento de sus dogmas, protección del culto exterior y reconocimiento 
25. Cfr. Ibidem. 
26. Cfr. BIDEGÁIN, C. M., Cuadernos de derecho constitucional, Buenos Aires 1982, 
pp. 78-79. 
27. SIERRA, V. D., Historia de ... , p. 166. 
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de que sus preceptos deben ser los inspiradores de la vida pública 
institucional, sin que ello reclame, de ninguna manera, el desconocimiento 
de la libertad de conciencia de los que profesen otros cultos»28. Esta 
confusión está muy relacionada con el concepto de libertad religiosa que 
será analizado al estudiar el artículo 14; en este título nos limitamos a 
señalar la existencia de esta confusión, dejando para el siguiente apartado 
su aclaración. 
Otra postura que podemos señalar es la de considerar que el Estado 
no puede profesar religión (nos referimos a la posibilidad, no a la 
conveniencia, que es otro discurso relacionado con los tiempos y los 
lugares), por tratarse de una persona moral. El Estado puede, como la 
persona, admitir una confesionalidad religiosa, precisamente por el hecho 
de que es una persona aunque de tipo moral. «Así como no es lícito 
descuidar los propios deberes para con Dios, y el primero de estos es 
profesar de palabra o de obra ( ... ). De la misma suerte no pueden las 
sociedades políticas obrar en conciencia, como si Dios no existiese; ni 
volver la espalda a la religión, como si les fuese extraña»29. 
A lo largo del debate del artículo 2, se manifestaron otras ideas que, 
por tener una relación más estrecha con la libertad religiosa que con la 
declaración a la que se refiere este artículo, las estudiaremos al referirnos 
al debate del artículo 14. 
Al realizarse la reforma de 1860, con miras a la incorporación de la 
provincia de Buenos Aires, el diputado Frías intentó que se reconsiderase 
la fónnula del artículo 2, pero la propuesta fue rechazada3o. 
C. La interpretación del artículo 2 
El título del que nos ocupamos ahora tiene, sin duda, una singular 
importancia para la comprensión del tratamiento que la cuestión religiosa 
recibe en la Constitución argentina. 
28 . CASIELLO. J., Iglesia y ... , cit. . p. 83. 
29. LEÓN XIII, Inmortale Dei, A.S.S . 18 (1885), pp. 163·164. 
30 . Cfr. FLORIA, C. A., La libertad religiosa en la discusi6n constitucional del 53. en 
«Criterio» 1465·1466 (1964), p. 926; Cfr. además MARTIRE, E., La Constituci6n reformada 
de 1860, en «Revista de Historia del Derecho» 12 (1984), pp. 282-285. 
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Explicaremos aquí cuales son las posibles interpretaciones de este 
artículo, sin perjuicio de profundizar más aún en el tema cuando hayamos 
visto las demás normas constitucionales que entran en juego al interpretar 
el artículo 2. Estamos de acuerdo con Bidegáin cuando dice: «No es 
posible advertir la verdadera dimensión de las relaciones entre la iglesia 
católica y el Estado argentino si acudimos solamente al texto del artículo 2° 
de la constitución nacional»31. 
Las opiniones acerca de la interpretación del artículo 2 son básica-
mente dos, sobre 'las cuales se ha discutido mucho cada vez que se ha 
tocado el tema de la regulación legal del culto. 
La primera de estas opiniones, que es la sostenida por una vertiente 
de la doctrina de tendencia liberal, da a este artículo un alcance más 
restringido, limitándolo a un aspecto meramente material. «Sostener el 
culto Católico» significaría sencillamente el mantenimiento del culto y del 
clero a expensas del Estado. 
La segunda de las opiniones, en cambio, da al artículo 2 un alcance 
más amplio; «sostener» no se limitaría únicamente a un concepto pecu-
niario, sino que implicaría, además del apoyo material, un apoyo moral, 
de fomento, defensa, respeto, etc. 
La discusión, como ya hemos dicho, ha sido muy extensa; esto se 
debe claramente al hecho de que ambas teorías tienen cierto asidero según 
la técnica interpretativa que se utilice. Si consideramos el artículo 2 sepa-
radamente, aisladamente, sin tomar en cuenta el texto constitucional en el 
que se encuentra, nos veríamos propensos a interpretarlo según la primera 
de las opiniones que hemos esbozado. Por el contrario, si en lugar de 
tomar este artículo aisladamente nos esforzamos por interpretarlo en 
congruencia con todo el texto constitucional, nos veríamos más inclinados 
a la segunda de estas opiniones. 
No hay duda de que la mejor interpretación del artículo 2 separado de 
su contexto constitucional es la de darle un sentido sólo económico. La 
interpretación restringida tiene, además, ciertos fundamentos históricos. 
La comisión redactora al presentar el proyecto del artículo ante la Asam-
blea Constituyente explicaba su alcance diciendo que «por este artículo es 
obligación del Gobierno Federal mantener y sostener el culto Católico, 
31. BIDEGÁIN, C . M., Cuadernos de ... , cit., p. 80. 
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Apostólico, Romano a expensas del tesoro nacional ( ... ) Es necesario, 
que la solemnidad y el decoro de nuestro rito, que la dotación del clero, 
sean deberes ciertos y obligatorios para el tesoro federal»32. Lo mismo se 
puede extraer de varios pasajes del debate en la Asamblea33. 
Pero consideramos que el artículo del que estamos hablando no puede 
ser interpretado aisladamente, como si no formase parte del texto consti-
tucional en el que se encuentra inserto. Puestos en esta posición, la 
balanza se inclina claramente a favor de la interpretación más extensa. 
Tomando este criterio encontramos en la interpretación estricta defi-
ciencias de dos tipos. En primer lugar una de tipo sistemático; y, en 
segundo lugar, no resultaría acorde con el espíritu de la Constitución. 
Además vemos que los fundamentos históricos dados para apoyar la 
postura anterior no son los únicos que existen, y que no todos van en ese 
sentido, aunque sí la mayor parte. 
Bidart Campos destaca certeramente la deficiencia de tipo sistemático 
que presentaría la Constitución si se tomara al artículo exclusivamente 
como fundamento del sostenimiento económico: «El art. 2 tampoco tiene 
el alcance de establecer como una obligación del gobierno federal la de 
subsidiar económicamente al culto católico. Una fuerte corriente interpre-
tativa dentro de nuestros autores ha creído reducir la pauta y el deber 
emergentes del arto 2° a una mera ayuda financiera para los gastos del 
culto. Quizás, el propio informe de la Comisión de Negocios Constitu-
cionales en el seno del Congreso Constituyente haya dado pie a este punto 
de vista, al afirmar que por el art. 2° 'es obligación del gobierno federal 
mantener y sostener el culto católico, apostólico, romano, a expensas del 
tesoro nacional'. 
»En primer lugar, no sabemos por qué 'sostener' puede significar 
'contribuir' o 'pagar'. En segundo término, estaría muy mal ordenado 
metodológicamente dicho artículo, si con ese alcance de sustento pecu-
niario precediera al arto 4°, que se refiere a la formación del tesoro 
32 . RAVIGNANI. E .• Asambleas Constituyentes ...• cit., t. VI. 11. p. 780-781 
33. Cfr. Ibidem. t. N. pp. 490 Y ss. 
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nacional. ¿Cómo el constituyente prevé y regula un egreso cuando todavía 
no ha previsto ni regulado los ingresos o recursos?»34. 
En cuanto al hecho de no ser la interpretación estricta acorde con el 
espíritu de la Constitución, lo deducimos del análisis de las demás normas 
constitucionales que estudiaremos en este trabajo. 
En el artículo 76 (no seguimos el orden del articulado intenciona-
damente, con el fin de dejar lo más claro para el final) se establece como 
requisito para ser elegido presidente el deber de «pertenecer a la comunión 
católica, apostólica, romana ... ». 
Para la toma de posesión del cargo del presidente y vicepresidente de 
la República se fija en el arúculo 80 el juramento «por Dios Nuestro Señor 
y estos Santos Evangelios». Se discute sobre el fundamento de este 
juramento, así como del requisito que hemos mencionado en el párrafo 
anterior, pero estas discusiones las veremos al estudiar estos temas en los 
próximos apartados. 
El artículo más importante en este sentido es el 67 inciso 15 que 
establece entre las atribuciones del Congreso «conservar el trato pacífico 
con los indios y promover la conversión de ellos al catolicismo». «Lo 
dicho basta para advertir hasta qué medida efectúa una ponderación 
valiosa del catolicismo nuestra constitución; para ella la conversión al 
catolicismo importa la pauta fundamental de la seguridad del ingreso a 
nuestra civilización»35. 
Además, esta posición amplia tiene también su fundamento y apoyo 
histórico en los debates de la Constituyente que, como dijimos al anali-
zarlos, no siempre fueron claros dando pie a una y otra de las inter-
pretaciones que estamos analizando. Baste citar, por ejemplo, a Juan 
Casiello: «Tal era el pensamiento de los constituyentes. Gorostiaga, al 
referirse a este artículo, dijo, en efecto, que era un derecho y un deber del 
Estado sostener el culto, agregando que «todo hombre convencido del 
origen divino del catolicismo miraría como un deber del gobierno mante-
34 . BIDART CAMPOS, G., Manual de derecho constitucional argentino, Buenos Aires 
1984, p. 159. 
35. BIDEGÁIN, C. M., Cuadernos de .. . , cit., p. 82. 
94 LUIS MARTÍN CABAlLERO 
nerlo y fomentarlo entre los ciudadanos»»36; cita también al convencional 
Seguí y a Juan Bautista Alberdi con afirmaciones en el mismo sentido. 
Cabe agregar junto con Bidart Campos que «la contribución econó-
mica del Estado a la Iglesia por vía de un presupuesto de culto, que no es 
obligación impuesta por la Constitución, tiene una razón histórica muy 
distinta: compensar precariamente a la Iglesia de la expoliación de bienes 
que sufrió con la reforma de Rivadavia. Podría desaparecer esa contribu-
ción sin afectarse en nada el deber del arto 2°»37. 
Sólo mediante esta interpretación amplia puede entenderse el hecho de 
que al sancionarse las constituciones provinciales, inmediatamente des-
pués de la nacional y de «acuerdo con los principios, declaraciones y 
garantías de la misma», como establece su artículo 5, aparecieran con 
fórmulas que declaran expresamente a la Religión Católica como religión 
del Estado y nadie haya pretendido impugnarlas por ello, ni siquiera el 
Congreso de la Nación que hasta la reforma de 1860 tenia reservada la 
facultad de revisarlas. 
11. LOS ARTfcULOS 14 y 20 DE LA CONST111JCI6N 
Los artículos 14 y 20 de la Constitución argentina con las palabras 
«profesar libremente su culto» y «ejercer libremente su culto» reconocen a 
sus habitantes y a los extranjeros. respectivamente, el derecho a la libertad 
religiosa. 
Como dice Bidart Campos: «la libertad religiosa se desglosa en dos 
aspectos fundamentales: a) la libertad de conciencia; b) la libertad de 
cult038. La primera radica en la intimidad del hombre, y significa el 
derecho de un hombre frente al Estado y a los demás hombres, para que 
en el fuero interno del primero no se produzcan interferencias coactivas en 
36. CASIELLO, J., Derecho Constitucional Argentino. Buenos Aires 1954, pp. 234-
235 . 
37. BIDART CAMPOS, G., Manual de ...• cit.. p. 159. 
38 . Esta misma distinción aunque con otras palabras es la que realiza Viladrich, 
llamando a lo que Bidart Campos llama libertad de conciencia con el nombre, a nuestro 
entender más apropiado, de libertad de acto de fe. Cfr. VILADRICH, P. J., Principios infor-
madores del Derecho eclesiástico español, en «Derecho Eclesiástico del Estado Español», 
Pamplona 1983, pp. 243-246. 
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materia religiosa. Cuando la libertad de conciencia se traslada al fuero 
externo, se convierte en libertad de culto. 
«Nuestro derecho constitucional reconoce la libertad religiosa. Aun 
cuando el arto 14 parece enfocar el aspecto externo de esa libertad, porque 
menciona el derecho de profesar libremente el culto, interpretamos que 
como base previa a la libertad de cultos, admite implícitamente la libertad 
de conciencia»39. 
Destacado este punto, antes de entrar directamente en el tema haremos 
dos aclaraciones: En general nos referiremos al artículo 14, pues el debate 
en la Asamblea constituyente y en la doctrina gira en torno a éste, dando 
por supuesto que lo mismo es aplicable al artículo 20. La segunda está 
relacionada con la terminología que usaremos; emplearemos los términos 
libertad religiosa y libertad de culto u cultos indistintamente, ya que así 
fueron utilizados en las discusiones constitucionales, y así también los usa 
la doctrina. 
A. Los antecedentes constitucionales 
Durante el período colonial es innegable que la libertad de cultos no 
tenía acogida en la legislación. Esto, de hecho, no era distinto al compor-
tamiento que observaban los Estados confesionalmente no católicos en 
relación a sus ciudadanos y a los extranjeros católicos. 
Este comportamiento resulta bastante lógico y coherente con las 
concepciones reinantes en aquella época acerca de las relaciones entre las 
religiones y los Estados. Es una injusticia bastante generaliz.ada la de hacer 
un juicio extremadamente negativo de esta situación. Este juicio es fruto 
de examinar este período de la historia con las concepciones, los 
parámetros y las experiencias con que contamos hoy. Obviamente no 
pretendemos .con esto justificar esas discriminaciones, pero sí facilitar la 
comprensión de los textos legislativos que vamos a estudiar y evitar ese 
tipo de juicios fáciles pero injustos. 
Además, el severo control que mantuvo la Corona Española para que 
no se quebrantase la unidad de la fe en América, no fue sólo una preocu-
39. BIDART CAMPOS, G., Manual de ... , cit., p. 169. 
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pación teológica, tenía también una clara finalidad política, la de evitar que 
se trasladasen a las Indias las controversias religiosas que tantos años de 
guerra habían provocado en Europa. 
Después de la Revolución de Mayo, 25 de mayo de 1810, primer 
escalón en el proceso de emancipación de la Argentina, la libertad de 
cultos fue lentamente abriéndose paso, hasta llegar a su consagración en la 
Constitución de 1853. 
Como la Revolución de Mayo y todo el movimiento independentista 
argentino no fueron procesos de emancipación contra la religión y el culto, 
los textos constitucionales que hemos estudiado en el apartado anterior (el 
Estatuto Provisional para dirección y administración del 5 de mayo de 
1815, el Reglamento Provisorio del 3 de diciembre de 1817, la 
Constitución de las Provincias Unidas de Sudamérica del 22 de abril de 
1819, y la Constitución de la República Argentina del 24 de diciembre de 
1826) no hacían mención alguna a la libertad de cultos, sino que, por el 
contrario, «no sólo importaban su más amplia protección (de la Religión 
Católica), sino también la obligación, sujeta a sanciones, de que ella fuera 
respetada por todos los habitantes»40. 
Los dos últimos de estos textos legislativos sí se refieren a un cierto 
respeto, el primero de éstos a las «opiniones privadas» y el segundo a las 
«opiniones religiosas», que implica, al menos, un reconocimiento a la 
libertad religiosa en el campo privado; así lo decía el Deán Funes, en su 
condición de presidente de la Asamblea que dictó la Constitución de 1819, 
al fundamentar este cambio en relación a los estatutos anteriores: «Por lo 
demás, el Congreso Constituyente ha creído que no eran del fuero de la 
ley las opiniones particulares que no interesan al orden público; y que el 
corazón humano es un santuario que debe venerarse desde lejos»41. En 
esta misma concepción se fundó, además, el ahora artículo 19: «Las 
acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden 
público ni perjudican a tercero, están sólo reservadas a Dios y exentas de 
la autoridad de los magistrados», que con un texto semejante se encon-
traba en la Constitución de 1819 como artículo 112. 
40. CASIELLO, J., Derecho Constitucional ... , cit., p. 373. 
41. RAVIGNANI, E., Asambleas Constituyentes ... , cit., t. IV, p. 698. 
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Un antecedente, que ha originado discusión en relación a su 
interpretación, son las instrucciones dadas por el caudillo de la Banda 
Oriental (ahora República Oriental del Uruguay) José Gervasio Artigas a 
los diputados representantes de esa provincia en la Asamblea del Año 
XIII. Si bien no se trata de un texto legislativo y menos aún de tipo 
constitucional, sí son unas instrucciones dadas para un congreso 
constituyente, y se les ha dado gran importancia para analizar la postura 
del mencionado caudillo. 
En efecto, el artículo 30 de las instrucciones del Año XIII establecía 
que los representantes de la Banda Oriental promoverían la libertad civil y 
religiosa en toda su extensión posible42• 
Se ha interpretado el citado artículo 30 en el sentido de exigir la 
libertad civil como la autonomía de la provincia en el régimen federal, y la 
libertad religiosa como la autonomía en el régimen eclesiástico. Es decir, 
por la libertad civil la Banda Oriental exigía tener un gobierno propio, que 
dependiese sólo del Gobierno central en las cuestiones generales de la 
Nación, según el más estricto sistema federal. Y por la libertad religiosa la 
independencia del Provisor de Buenos Aires y de su Cabild043• 
Otra interpretación posible es la que toma el sentido de estas palabras 
como el de promover la libertad de cultos44• En primer lugar, se apoya 
esta segunda interpretación en la sistemática del texto. Pues la libertad civil 
con el sentido dado por la primera interpretación ya estaba fijada por 
Artigas en los artículos 2 y 4, el primero al no admitir otro sistema que el 
de confederación, y el segundo al explicar que cada provincia formaría su 
Gobierno bajo el Gobierno supremo de la Nación. Teniendo en cuenta 
este dato, pretender dar ese primer sentido al artículo 30 resulta muy 
forzado, pues sería una repetición innecesaria. Al desvanecerse el sentido 
que se asignaba a la libertad civil, desaparece con él el sentido que se daba 
a la libertad religiosa por asociación con el sentido de la libertad civil, 
42. Cfr. STOELTZER, O. c., El pensamiento polftico en la América española, Madrid 
1966, p . 212-215 . 
43. Cfr. BRUNO, C., El Derecho .. . , cit., t. 11, p. 64. 
44 . Cfr. ALGORTA DEL CASTILLO, E., La calificación jurfdica del Estado Uruguayo en 
materia religiosa (pro manuscripto), Pamplona 1983, pp. 69-71. 
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tomando la libertad religiosa, también por asociación con la civil, el 
sentido de libertad de cultos45. 
Además, el proyecto constitucional para la Banda Oriental, que se 
manejaba en esos momentos, introducía en su artículo 2° la libertad de 
cultos46. 
Las Constituciones provinciales, surgidas a raíz del desconocimiento, 
por parte de los caudillos, de la Constitución de 1819, por tener ésta un 
cariz unitario, fueron más explícitas en su apoyo a la Religión Católica y 
en su postura contrmia al pluralismo en materia religiosa. «La constitución 
de Santa Fe, por ejemplo, del 26 de agosto de 1819: 'Art. 1°. La provincia 
sostiene exclusivamente la religión católica, apostólica, romana. Su 
conservación será de la primera inspección de los magistrados, y todo 
habitante del territorio debe abstenerse de la menor ofensa a su culto. Art. 
2°. El que contraviniese el artículo 1° será reputado enemigo del país, por 
la violación de sus primeros fundamentos'. Más categórica aún era la 
Constitución de Córdoba, de 30 de enero de 1821, cuyo artículo 2° 
establecía: 'Todo hombre deberá sostener el culto público y la religión 
santa del Estado. La 'infracción de este artículo será mirada y castigada 
como una violación de las leyes fundamentales del Estado'»47. 
Sólo dos de las Constituciones Provinciales que se conocen no se 
refieren a la religión del Estado, la de Entre Rios y la de Tucumán. La 
primera, del 4 de marzo de 1822, por considerar que el tema se resolvería 
en el Congreso General. La segunda, del 5 de, noviembre de 1852, remite 
también el tema a la organización nacional; pero su antecedente de 1820 
era intransigente con los demás cultos, y más aún, en 1825 sancionó, 
provocada por el tratado con Gran Bretaña que estudiaremos en el título 
siguiente, una ley contra la libertad de cultos48. 
45. Cfr. lbidem. 
46. Cfr.lbidem. 
47. CASIELLO. J .• Iglesia y ...• cit.. p.Il3 . 
48. Cfr. BRUNO, c.. El Derecho ...• cit.. t. n. pp. 65-66. 
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B; La Carta de Mayo y el acuerdo con Gran Bretaña 
La libertad de culto, como hemos dicho, fue abriéndose paso 
lentamente. Sus primeros reconocimientos fueron a través de leyes que se 
aplicaban sólo a ciertos sectores de la sociedad o a extranjeros. 
El primero de esos textos fue la ley sobre cateo y explotación de 
minas, sancionada el 7 de mayo de 1814 por la Asamblea del año XIII, 
que decía: «Ningún extranjero emprendedor de trabajo de minas o dueño 
de ingenios, ni sus criados, domésticos o dependientes, serán incomo-
dados por materia de religión, siempre que respeten el orden público; y 
podrán adorar a Dios dentro de sus casas privadamente según sus 
costumbres»49. 
La libertad que permite esta ley se refiere, como se ve, al culto 
privado, y se fundamenta en la necesidad de inversiones en ese terreno, la 
minería, para el desarrollo del país. Su aplicación se limita a las personas 
extranjeras vinculadas con la minería, pero ya es un primer paso hacia el 
reconocimiento de la libertad religiosa. 
Otro precedente del reconocimiento a la libertad de cultos en todo el 
país está dado por la llamada Carta de Mayo de San Juan (un texto legal de 
características constitucionales sancionado para la mencionada provincia). 
Dicha Carta «pasó a la Junta de Representantes el 6 de junio de 1825, y 
quedó sancionada el ulterior 6 de julio, pese a las protestas de la 
población, a las defecciones de los diputados, mal dispuestos a com-
prometerse en tan impopular aventura»50. Finalmente fue promulgada, el 
15 de julio de ese mismo año, por el Gobernador de esta provincia (San 
Juan), Salvador María Del Carril. 
Dedicaba la Carta de Mayo a la materia religiosa algunos artículos. Lo 
referente a la Iglesia Católica y a la libertad de cultos se trataba en los 
artículos 16 y 17: «La Religión Santa Católica, Apostólica, Romana, 
Universal, en la Provincia, se adopta voluntaria, espontánea y gustosa-
mente como su religión dominante» (art. 16). Pero se autorizaba la liber-
tad de cultos en el artículo 17: «Ningún ciudadano o extranjero, asociación 
del país o extranjera, podrá ser turbada en el ejercicio público de (su) 
49. RAVIGNANI , E .• Asambleas Constituyentes .. .• cit.. t. 1, pp. 37-38. 
50. BRUNO. C • Historia de ...• cit.. t. IX. p. 89. 
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religión cualquiera que profesare, con tal que los que la ejerciten, paguen 
y costeen a sus propias expensas su culto»51. Como vemos, la formula-
ci6n expresa de que la Religión Cat6lica fuese la religi6n del Estado venía 
reemplazada por hablar de ella como la religión dominante. 
Sumando a lo dicho en el párrafo anterior el hecho de que introducía 
la libertad religiosa, se preveía que la oposición al texto legal iba a ser 
fuerte y se introdujeron entonces algunos artículos más que favorecían a la 
Iglesia Cat6lica, pero sin variar lo fundamental de la ley que era el 
reconocimiento de la libertad religiosa. Así, por ejemplo, el artículo 18 
establecía: «Las personas que componen el ejecutivo deberán ser siempre 
bautizadas, cat6licas, apostólicas, de la comunión romana»52, y el artículo 
19 decía: «Nunca habrá en la legislatura menos de dos terceras partes 
integrantes de la misma comuni6n»53, refiriéndose a la Cat61ica. 
La provincia no estaba todavía preparada para una ley de este tipo, 
que se sumaba a la reforma eclesiástica realizada por el mismo Gober-
nador en 1823, y su promulgaci6n provocó que once días después se 
levantase una revoluci6n que termin6 por deponer a Del Carril, y los mil 
ejemplares de la Carta. que él había mandado imprimir, fueron quemados 
en la plaza pública. excepto unos pocos que se salvaron. 
Contemporáneamente con la Carta de Mayo tuvo lugar la firma y la 
ratificaci6n del tratado con Gran Bretaña. El tratado, que fue firmado el 2 
de febrero de 1825. concedía a los súbditos ingleses residentes en la 
Argentina plena libertad para practicar su culto. 
Con estas palabras establecía la libertad de cultos para ellos: «Artículo 
12: Los súbditos de su Majestad Británica residentes en las Provincias 
Unidas del Río de la Plata. no serán inquietados, perseguidos ni molesta-
dos por raz6n de su religi6n; mas gozarán de una perfecta libertad de 
conciencia en ellas. celebrando el oficio divino ya dentro de sus propias 
casas, o en sus propias y particulares iglesias o capillas; las que estarán 
facultados para edificar, y mantener en los sitios convenientes que sean 
aprobados por el gobierno de las dichas Provincias Unidas; también será 
permitido enterrar a los súbditos de su Majestad Británica. que murieran 
51. IOEM. El Derecho .... cit.. t. n. p. 66. 
52. IOEM. Historia de .... cit.. t. IX. p. 91. 
53. Ibidem. 
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en el territorio de las dichas Provincias Unidas, en sus propios cemente-
rios que podrán del mismo modo libremente establecer y mantener. 
Asimismo los ciudadanos de las dichas Provincias Unidas gozarán en 
todos los dominios, de su Majestad Británica de una perfecta e ilimitada 
libertad de conciencia, y del ejercicio de su religión pública o priva-
damente en las casas de su morada, o en las capillas y sitios de culto 
destinados para dicho fin; en conformidad con el sistema de tolerancia 
establecido en los dominios de su Majestad»54. 
Los motivos que dieron lugar a la firma del tratado se encuentran muy 
lejos de ser el respeto a la libertad religiosa. De hecho, como vemos, la 
libertad religiosa está tratada en el artículo 12; el tratado regulaba gran 
parte de los aspectos referentes a las relaciones con Inglaterra. El principal 
fin, que evidentemente no viene reflejado en el tratado, hay que buscarlo 
en la situación de la Argentina y en la situación internacional. En primer 
lugar, la Argentina se encontraba aún en pleno proceso independentista, 
con la consiguiente incertidumbre acerca de su reconocimiento en el orden 
internacional. En segundo lugar, con la caída de Napoleón y la constitu-
ción de la Santa Alianza, con miras a restablecer las monarquías que aquel 
había depuesto, el temor a que fuese la misma Santa Alianza la que 
intentase volver a la situación anterior a Napoleón era palpable. 
«Esperábase que el estrechamiento de vínculos con Inglaterra trajese, 
como consecuencia, la cesación de la guerra con España y de la incerti- . 
dumbre que pesaba en el ánimo de todos por la actitud amenazadora de la 
Santa Alianza. Además, por primera vez las Provincias Unidas se presen-
taban como Estado soberano en el consorcio de los países europeos, al 
concluir un tratado nada menos que con una de las naciones más presti-
giosas de Europa. Ello explica la decisión inconmovible, por parte del 
Gobierno, de llegar a una realidad concreta»55. 
El tratado, aunque positivo por implicar un paso cierto hacia el 
reconocimiento de la libertad religiosa, como tratado en sí era absoluta-
mente absurdo y desfavorable para la Argentina. La reciprocidad de trato a 
los ciudadanos de uno y otro país en materia de libertad religiosa estaba 
esencialmente trastocada por Inglaterra, pues la libertad religiosa recono-
54. RAVIGNANI. E .• Asambleas Constituyentes ...• cit.. t. I1I, p. 1286. 
55. BRUNO. C .• El Derecho ...• cit.. t. n. p. 69. 
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cida a los ciudadanos de las Provincias Unidas se encontraba, como decía 
el artículo 12, sujeta al «sistema de tolerancia» establecido en los dominios 
de su Majestad. 
¿ y que implicaba la aplicación del «sistema de tolerancia» a los 
católicos en 1825? Bruno contesta señalando que: «Si bien menguada, 
persistía la discriminación legislativa contra protestantes disidentes (hasta 
1828), contra católicos (hasta 1829), contra judíos (hasta 1860), 
concretada en el llamado Código de Clarendon y en el Test Act. En 1825, 
y desde 1673, para ocupar una función pública había que recibir la 
comunión conforme la rito anglicano, con juramento de conceptuar «el 
sacrificio de la misa y la invocación de la Virgen María y otros santos, 
como ahora se practica en la Iglesia de Roma, infames e idolátricos»56. 
Inclusive en el aspecto económico el tratado era desfavorable, pues 
establecía una libertad de comercio recíproca, en su artículo 2, que no 
tenía posibilidad de ejercicio alguna por parte de los habitantes de las 
Provincias Unidas, ya que carecían de la infraestructura necesaria, 
industria, transporte, etc., para poder hacerlo, mientras que Gran Bretaña 
poseía todos estos recursos y aprovechó intensamente la concesión de esta 
libertad. 
El debate del tratado en el Congreso Constituyente de 1824-1826 no 
fue pacífico; en primer lugar porque el artículo 12 del tratado no era 
coherente con los proyectos constitucionales, y, además, porque las 
provincias habían dado expresas indicaciones en contra de la libertad de 
cultos a sus respectivos diputados. 
Se optó por ratificar el artículo pero reduciendo su aplicación a la 
provincia de Buenos Aires, dejando a las demás provincias en plena 
libertad de adoptar o no la libertad de cultos que el tratado reconocía a los 
ciudadanos ingleses. Las demás provincias, casi unánimemente, rechaza-
ron el tratado con Gran Bretaña. La provincia de Buenos Aires, en 
cambio, aprovechando que la ratificación del tratado la afectaba sólo a ella, 
el 12 de octubre de 1825 dio un paso más en la consolidación de la 
libertad de cultos, extendiéndola a todos los habitantes de la provincia, es 
decir, reconociéndola no sólo a los ciudadanos ingleses, mediante la 
sanción de una ley que establecía: «Art. 1°. Es inviolable en el territorio de 
56 . lbidem, p. 71. 
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la Provincia el derecho que todo hombre tiene para dar culto a Dios 
Todopoderoso, según su conciencia. Art. 2. El uso de la libertad religiosa 
queda sujeto a lo que prescriben la moral, el orden público y las leyes 
existentes del país»57. 
C. El debate de los constituyentes. Conceptos doctrinales 
Los antecedentes que hemos visto, y la opinión de Alberdi, al que no 
habían seguido a la hora de redactar el artículo 2, orientaron a los 
constituyentes en la redacción de los artículos que consagran la libertad de 
cultos. 
Alberdi, en efecto, era absolutamente partidario de la libertad reli-
giosa. Así se expresaba: «Ella (la Constitución) debe mantener y proteger 
la religión de nuestros padres, como la primera necesidad de nuestro 
orden social y político; pero debe protegerla por la libertad, por la tole-
rancia y por todos los medios que son peculiares y propios del régimen 
democrático y liberal, y no como el antiguo derecho indiano por 
exclusiones y prohibiciones de otros cultos cristianos»58. 
Junto con esto, el mismo Alberdi sostiene, coherente con su famosa 
máxima «gobernar es poblar», que la Argentina se encontraba ante un 
«dilema fatal; o católica exclusivamente y despoblada, o poblada y prós-
pera, y tolerante en materia de religión. Llamar a la raza anglo-sajona y a 
las poblaciones de Alemania, de Suecia y de Suiza, y negarles el ejercicio 
de su culto, es lo mismo que no llamarles sino por ceremonia, por 
hipocresía de liberalismo»59. 
Sierra, al referirse al debate correspondiente a este artículo, nos dice 
que «el 14 referido a los derechos que se reconocían a los ciudadanos, no 
requirió mayor debate, salvo el inciso referente «a profesar libremente su 
culto»60. 
57 . CASIELLO. l. Iglesia y .. .• cit.. p. 114. 
58. ALBERDI. J. B .• Bases y puntos de partida para la organizaci6n po/(tica de la 
República Argentina. Buenos Aires 1991. p. 122. 
59. Ibidem. pp. 93·94. 
60. SIERRA. V. D .• Historia de .. .. cit.. p. 167. 
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La comisión redactora había realizado previamente la presentación del 
proyecto de Constitución y fundamentado el mismo. Al referirse a la 
libertad de culto que en él se establecía, como fundamentación dio las 
mismas líneas inspiradoras diciendo: «Al conceder a todos los habitantes 
de la Confederación el ejercicio público de su culto, no se hace más que 
escribir en el proyecto lo que está solemnemente escrito en nuestro 
derecho obligatorio para con las naciones extranjeras. Este es, pues, un 
derecho perfecto conquistado bajo la fe de los tratados solemnes (en 
realidad se trata sólo de uno, el tratado con Gran Bretaña) a cuyo cumpli-
miento no podía negarse el gobierno federal. Derecho, por otra parte, 
directamente protector de una de las miras que no ha perdido de vista la 
comisión: la mira de atraer la población activa, útil y moral al seno de la 
Confederación. Es el inmigrante cabeza o miembro de familia que si 
abandona la patria de su nacimiento, no por eso enajena su conciencia ni 
su culto, y ésta que es una propensión virtuosa, no se puede burlar sin 
sacrilegio y sin peligro de poblar nuestro territorio con hombres ateos, 
incapaces de soportar el yugo de las prácticas religiosas»61. 
Al abrirse el debate sobre este artículo, empezó hablando el diputado 
Zenteno. «Se opone, y se formula, dos preguntas: a) Si el Congreso 
Constituyente puede o no sancionar la libertad de cultos ya sea teológica, 
civil o política; b) si debía o no sancionarla como meramente civil o 
política. Él estaba por la negativa en ambas proposiciones, pues era 
contraria a la fe católica, necesidades de la Nación y juramento prestado e 
igualmente estaba en pugna con el derecho natural. Agregó que el 
Congreso no tenía competencia para sancionarla, puesto que había que 
pedir autorización a la Santa Sede y apoya su tesis en la autoridad del 
Concilio de Trento, la Decretal de Benedicto XIV, las Bulas de Inocencio 
X y Pío VII, citando, por último, a dos autores antitéticos, Rousseau y 
Tomás Moro (ahora canonizado) de 'que era más feliz que todas aquella 
Nación que profesaba un solo culto'»62. Hizo también mención a todos 
los antecedentes históricos y constitucionales, tanto nacionales como 
provinciales, contrarios a esta libertad y a que sólo en la provincia de 
Buenos Aires había existido una ley de libertad de cultos. 
61 . CASIELLO. J .• Derecho Constitucional.... cit., p. 375. 
62 . RAMELLA, P .• Derecho Constitucional. Buenos Aires 1960, pp. 300-301. 
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Leiva también se opuso y pidió la supresión del inciso. Además, con 
respecto al problema inmigratorio, sostuvo que los inmigrantes que entra-
rían al país serían católicos. No se podía atribuir al exclusivismo religioso 
el hecho de que el territorio argentino se mantuviese despoblado, sino a la 
falta de garantías sociales, que eran las que verdaderamente estimularían la 
inmigración. Agregó en su favor el dato de que en veintisiete años de 
libertad de cultos (desde la sanción de la ley del 12 de octubre de 1825, 
que hemos estudiado en el título anterior) no se había presentado al 
gobierno de la provincia de Buenos Aires ninguna solicitud para traer 
inmigrantes, y no había ninguna colonia establecida en ella63. 
Colodredo afirmaba que no podía hacerse nada en este sentido sin 
llegar previamente a un acuerdo con la Santa Sede, mediante el corres-
pondiente concordato. 
Hubo un argumento más en contra del inciso y fue el dado por Fray 
Manuel Pérez. Su argumentación era totalmente distinta. El sostenía que la 
cuestión religiosa era competencia de cada provincia y no del gobierno 
federal. 
Entre los argumentos a favor de la libertad de cultos, el que más se 
esgrimió fue el referente a la necesidad que tenía el país de una fuerte 
corriente inmigratoria. Así se expresaban, por ejemplo, algunos de los 
diputados: «Es indispensable la tolerancia -expresó Seguí en la Conven-
ción de 1853- para el progreso del país por la inmigración virtuosa que 
traerá». «¿Cómo podría llamarse al extranjero a nuestro suelo -agregó 
Gutiérrez- para negarle el derecho de adorar a su Dios como le adoraba en 
el hogar de sus padres?»64. 
No faltaron, por supuesto, argumentos que no se limitaban a esta 
situación circunstancial. Seguí, respondiendo a Zenteno, replicó que la 
libertad de cultos no era contraria al derecho natural y que había que 
distinguir entre dogma y culto. En relación al dogma era innegable la 
competencia de la Iglesia; pero con respecto al segundo, al culto, habían 
admitido su libertad las naciones más civilizadas del mundo. 
63. Cfr. Ibidem. p. 301. 
64. RAVIGNANI. E .• Asambleas Constituyentes .... cit .• t. IV. p. 509; sobre este 
argumento puede verse también: PIERPAULI. J. R .• La Constituci6n del Estado en el pensa-
miento de Arturo E. Sampay. en .. Filosofar cristiano». cit.. pp. 155-157. 
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Gorostiaga reconoció también la incompetencia del Congreso para 
decidir puntos dogmáticos, pero como se trataba de legislar sobre la 
libertad política, el Congreso era perfectamente competente para establecer 
la libertad de cultos. En el mismo sentido se expresó Gutiérrez e invocó, 
además, el tratado que se había firmado con Gran Bretaña. 
El padre Lavaisse se manifestó a favor del reconocimiento de la 
libertad de cultos: «La libertad de cultos es un precepto de la caridad 
evangélica, en que está contenida la hospitalidad que debemos a nuestros 
prójimos»65. 
Finalmente, el artículo, con el debatido inciso incluido, se aprob6 por 
trece votos de la mayoría circulera contra cinco votos de los mazorqueros. 
D. El control de In libertad de culto 
La libertad de cultos reconocida por los artículos 14 y 20 de la 
Constitución argentina no tenía carácter absoluto sino que, por el 
contrario, las leyes del país podían reglamentar su ejercicio, pues así lo 
establecieron los mencionados artículos de la Constituci6n, del mismo 
modo que los demás derechos civiles reconocidos explícita o 
implícitamente por la Constitución. 
En virtud del artículo 19 de la Constituci6n, al que hemos hecho 
referencia antes66, mientras las ideas o creencias de los individuos no se 
hacen públicas, el Estado nada tiene que hacer en relaci6n con ellas, 
porque «las acciones privadas de los hombres que de ningún modo 
ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están 
s610 reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados» (art 
19) y las creencias religiosas que tengan estos requisitos se encuentran 
amparadas por este artículo. Cuando estas convicciones se hacen públicas, 
y quienes las sostienen pretenden difundirlas o propagarlas, el Estado 
tiene entonces el deber de velar para que el ejercicio de este derecho no 
viole intereses superiores. 
65. TAU ANZOATEGUI, V., Manual de historia de las Instituciones argentinas, Buenos 
Aires 1967, p. 757. 
66. Vid. Cap.II.A. 
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El Estado federal, en virtud de estos artículos (14 y 20), Y las 
provincias, por el poder de policía interna que se han reservado en el 
artículo 104 de la Constitución nacional, pueden reglamentar el ejercicio 
de este derecho. Más aún, pueden incluso prohibirlo, cuando un culto 
determinado sea contrario a la moral, a las buenas costumbres o al orden 
público. 
Respecto a qué deba entenderse por moral pública podemos citar la 
opinión de Bidart Campos: «La Constitución habla en el artículo 19 de la 
moral pública para advertir que las acciones humanas que la ofendan serán 
susceptibles de caer bajo la autoridad del Estado. La Constitución y el 
derecho emanado de ella resguardan la moralidad pública, que es tanto 
como decir hacen de esa moral un valor de contenido público, digno de 
protección. Esa moral está expresada en un sistema ético objetivo, que es 
el de la moral cristiana, en cuanto el teísmo de nuestra Constitución se 
inspira en la religión católica, a cuyo sostenimiento obliga la misma 
Constitución»67. 
En el caso de la Argentina, el control de la libertad religiosa ha dado 
lugar a cierta discusión en lo que se refiere a su alcance. Discusión que se 
encuentra relacionada con la interpretación que se dé al artículo 2 de la 
Constitución. 
En efecto, según entendamos por «sostener el culto católico» sólo el 
apoyo económico, o también el deber de protegerlo y fomentarlo, será uno 
u otro el tipo de control que deberá o podrá ejercer el Estado en esta 
materia. Si se efectúa la interpretación restrictiva que hemos estudiad068, 
el Estado deberá limitarse a observar que una confesión cualquiera no sea 
contraria a la moral, a las buenas costumbres o al orden público. En 
cambio, situados en la interpretación amplia, el control que ejerza el 
Estado deberá tener en consideración una especial protección a la Iglesia 
Católica, que será mayor o menor según se atribuya al artículo 2 un 
significado de confesionalidad o de trato específico de esta religión, y 
también según las relaciones que se establezcan entre ésta, la confesio-
67. BIDART CAMPOS, G., La concepci6n del derecho en la Constituci6n argentina, en 
«Revista de Estudios Políticos» 162 (1968), p. 158. 
68 . Vid. Cap.LC. 
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nalidad (si así se establece) y la libertad religiosa sancionada en los 
artículos 14 y 20. 
Esta segunda parecería ser la interpretación de Dalmacio Vélez 
Sárfield, autor del Código Civil de la Nación Argentina, al establecer, en 
el artículo 14 del mencionado texto legal, que no serán aplicables en el 
país las leyes extranjeras cuando su aplicación se oponga a la religión del 
Estado, aclarando, además, en la nota de ese artículo: «leyes, por ejemplo, 
(dictadas) en odio al culto católico»69. 
El gobierno del general Farrell promulgó, el 31 de mayo de 1946, el 
decreto n° 15829, por el que se disponía la creación del Registro Nacional 
de Cultos, con funciones de control y con una serie de requisitos para 
poder inscribirse en él. Establecía, también, que en lo sucesivo no podrían 
instalarse en el territorio nacional nuevas misiones religiosas u organiza-
ciones confesionales, pertenecientes a cultos distintos del católico, desti-
nadas al proselitismo entre los indios. Se trata de un intento de aplicar el 
artículo 67 inciso 15 de la Constitución, que regula entre las atribuciones 
de Poder Legislativo la de promover la conversión de los indios al 
catolicismo, y que estudiaremos más adelante. 
«Fundando esta decreto, el P. E. (Poder Ejecutivo) destacaba la 
necesidad de contar con el aludido Registro, sin que ello importe 
restricción al ejercicio del culto garantizado por los arts. 14 y 20 de la 
Constitución Nacional, a título informativo, y para evitar frecuentes 
conflictos derivados de la circunstancia de que la labor misional de 
confesiones no católicas se ejerce, de ordinario, invocando relación de 
dependencia con autoridades residentes fuera de la República. Por lo 
demás se trata de evitar que las citadas confesiones extendiesen su práctica 
y proselitismo a regiones pobladas por indígenas, obstaculizando así el 
69 . El texto del artículo 14 del Código Civil de la Nación es el siguiente: «Las leyes 
extranjeras no serán aplicables: 
»1° Cuando su aplicación se oponga al derecho público o criminal de la república, a la 
religión del Estado, a la tolerancia de cultos, o moral y buenas costumbres». 
En la nota a este artículo, en el n" 3, se recoge el ejemplo que hemos transcrito en el 
cuerpo de la tesis y en el n" 4 da como ejemplo de las contrarias a la tolerancia de · cultos 
«leyes que fulminan incapacidades de derecho a los herejes, apóstatas, etc., y que aun las 
declaran a los que no profesan la religión dominante ... ». 
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pensamiento constitucional -art. 67, inc. 15- de que los indios sean 
convertidos al catolicismo» 70. 
Por ser el gobierno del general Farrell un gobierno de Jacto, sus 
decretos fueron condicionados a la ratificación del Parlamento. Al 
restablecerse el orden constitucional, el Poder Ejecutivo incluyó entre los 
decretos que debían ratificarse el que estamos estudiando, pero el Senado 
negó la sanción legal a este decreto, sin dar mayores explicaciones de los 
motivos que lo impulsaron a no concederla 71. 
Actualmente, esta materia se encuentra regida por la ley 21745, del 10 
de febrero de 1978, y por el decreto reglamentario de esta ley 2037/79, 
sancionado y promulgado el 23 de agosto de 197972• 
La ley ordena la creación, en el ámbito del Ministerio de Relaciones 
exteriores y Culto, del Registro Nacional de Cultos, ante el cual deberán 
tramitar su reconocimiento e inscripción las organizaciones religiosas que 
ejerzan sus actividades dentro de la jurisdicción del Estado nacional, que 
no integren la Iglesia Católica 73. 
El artículo 2° establece que el reconocimiento y la inscripción en el 
Registro serán previos y condicionarán la actuación de las organizaciones 
a que se refiere el artículo 1°, como así también el otorgamiento y pérdida 
de la personería jurídica o, en su caso, la constitución y existencia de la 
asociación como sujeto de derecho. 
Las causas por las cuales puede ser denegada la inscripción en el 
Registro vienen expresadas en el artículo 3°. En primer lugar contempla el 
caso de que se incumpla lo dispuesto en esta misma ley o en su decreto 
reglamentario. En la letra b, se incluye el caso de que se hubiere compro-
bado que los principios y/o propósitos que dieron origen a la constitución 
de la asociación o a su actividad resultan contrarios al orden público, la 
seguridad nacional, la moral y las buenas costumbres. En tercer lugar, en 
70. CASIELLO. J .• Iglesia y ...• cit.. p. 122. 
71. Cfr. Ibidem. p. 123. 
72. Hemos tenido conocimiento de un proyecto de ley de libertad religiosa que esta 
siendo objeto de estudio en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. Dicho proyecto 
contiene \Ina regulación más extensa del derecho de libertad religiosa. y en caso de 
convertirse en ley reemplazaría a la actual ley 21745. En su capítulo 3° el proyecto regula 
todo lo referente al Registro Nacional de Cultos. al que denomina «de Iglesias y Confesiones 
Religiosas» . 
73 . Cfr. artículo 1° de la ley 21745. 
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la letra c, se enuncia el hecho de que su actividad sea distinta de los 
principios y/o propósitos que determinaron su reconocimiento e inscrip-
ción, o fuere lesiva para otras organizaciones religiosas. 
La incursión en alguna de las circunstancias que hemos estudiado en 
el párrafo precedente implica la prohibición de actuar en el territorio 
nacional y/o la perdida de la personería jurídica o el carácter de sujeto de 
derech074. 
E. El contenido de la libertad de cultos 
La libertad religiosa, que consagra la Constitución argentina, no está 
limitada sólo al aspecto externo como puede parecer en un primer 
momento. En primer télmino, porque resultaría absurdo que se permitiese 
la exteriorización de unas creencias mediante el libre ejercicio del culto y 
se prohibiese, o 10 que es mejor, se intentase prohibir. el acto de fe 
correspondiente, que es, podríamos decir, un paso previo. Además, este 
acto de fe se encuentra tutelado por el artículo 33: «Las declaraciones, 
derechos y garantías que enumera la Constitución no serán entendidos 
como negación de otros derechos y garantías no enumerados; pero que 
nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de 
gobierno». y por la segunda parte del artículo 19: «Ningún habitante de la 
Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que 
ella no prohíbe». 
Este derecho a la libertad religiosa debe conjugarse con el derecho a la 
libertad de privacidad, que regula el artículo 19 de la Constitución, y con 
todos los derechos que admiten una dimensión religiosa en su ejercicio (de 
asociación, de reunión, de expresión, etc.). 
De la integración de ese conjunto de derechos Bidart Campos75 extrae 
la conclusión de que la libertad religiosa tiene una multiplicidad de 
contenidos, que enumera, aunque no taxativamente, de esta forma 76: 
74. Cfr. artículo 4° de la ley 21745. 
75. Cfr. BIDART CAMPOS, G .• Manual de ...• cit.. p. 170. 
76 . Cfr. Ibidem, pp. 170-171. 
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a) el derecho de los padres a decidir la orientación espiritual y reli-
giosa de sus hijos hasta la edad del discernimiento; 
b) el derecho de las confesiones reconocidas a tener propiedades y a 
ejercer los derechos que en consecuencia reconoce la Constitución; 
c) el derecho que cada individuo posee a no ser obligado a participar 
de ceremonias, de culto o con sentido religioso, contrarias a su conciencia; 
d) el derecho de no ser compelido a prestar un juramento que su 
conciencia rechaza; 
e) el derecho a no ser obligado a recibir una enseñanza opuesta a su 
propia religión; 
f) el derecho de cada individuo a disponer del tiempo necesario para 
asistir a las prácticas religiosas en los días de culto, y a no ser obligado a 
trabajar contra su conciencia; 
g) el derecho a la no discriminación por motivos religiosos; 
h) el derecho a celebrar el matrimonio de acuerdo con la propia 
religión; 
i) el derecho de las confesiones reconocidas a prestar asistencia a sus 
fieles en cualquier parte, incluidos los cuarteles, las cárceles, etc.; 
j) el derecho de las confesiones reconocidas a formar a sus ministros 
ya comunicarse con sus autoridades, dentro o fuera del país. 
Estos contenidos se encuentran reconocidos a todos los hombres, sin 
discriminación alguna por razón de su culto, pero, lógicamente, con los 
límites que hemos estudiado al referirnos al control de la libertad reli-
giosa77• 
Esta regulación, que podríamos considerar ya vigente, que es la 
enumeración que realiza Bidart Campos, adolece, a nuestro entender, de 
algunas deficiencias78• 
77. El proyecto de ley de libertad religiosa, que hemos mencionado en el título 
anterior, en su capítulo primero se ocupa de los contenidos de la libertad religiosa. En el 
artículo 1 sienta los principios de igualdad y no discriminación por motivos religiosos; en 
los artículos 2 y 3 enumera, no taxativamente, los contenidos del derecho de libertad en sus 
aspectos individual y colectivo respectivamente. 
78. Además de las que citamos en el texto, Dana Montaño propone, en vistas a una 
futura reforma de la Constitución, que se incluya la revisión del artículo 14, con el fin de 
establecer más explícitamente las garantías tendentes a asegurar el libre ejercicio de los 
derechos enumerados en este artículo. Cfr. DANA MONTA~O, S., Las tentativas de revisión 
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La más importante es la que hace relación a la regulación civil del 
matrimonio religioso. Falta un régimen pluralista que dé a los contra-
yentes, cualquiera que sea su confesión, el derecho a casarse según sus 
creencias, respetando siempre los mencionados límites, otorgando a estas 
celebraciones matrimoniales plenos efectos civiles. Por supuesto, debe 
mantenerse también un régimen exclusivamente civil, para todos aquellos 
que no profesen ningún culto o que profesándolo no deseen casarse según 
ese rito. 
Con ocasión del debate que introdujo la ley de divorcio sin dar lugar 
al matrimonio indisoluble, incluso algunos partidarios de dicha ley se 
lamentaron de que no se contemplase un sistema pluralista que recono-
ciera, valga la redundancia, la pluralidad de todos79• 
«En líneas generales, las soluciones que los distintos sistemas matri-
moniales dan al problema de la coexistencia del matrimonio civil y del 
matrimonio religioso pueden clasificarse en cuatro grupos: 1°) Irrelevancia 
civil del matrimonio religioso y consiguiente monopolio del matrimonio 
civil, obligatorio para todos los ciudadanos; 2°) Irrelevancia del matri-
monio civil y monopolio del matrimonio religioso para todos los ciuda-
danos; 3°) Relevancia de los matrimonios religiosos celebrados ante los 
ministros de todos los cultos reconocidos, en concurrencia optativa con el 
matrimonio civil; 4°) Relevancia exclusiva del matrimonio religioso 
correspondiente al culto oficial al que el Estado constitucionalmente se 
adscribe o al que pertenece la mayoría de los ciudadanos, en concurrencia 
optativa con el matrimonio civil. 
«A los sistemas 1° Y 2° se les denomina monistas (sólo tiene eficacia 
una clase de matrimonio); a los del grupo 3° y 4°, dualistas (reconocen la 
eficacia de una y otra clase de matrimonio: religioso y civil)>>80. 
constitucional en la República Argentina, en «Revista de Estudios Políticos» 179 (1971), 
pp. 132-133. 
79 . Cfr. GALLARDO, J. M., Una alternativa ante la prohibición del matrimonio civil 
indisoluble, en «11 Diritto EccIesiastico», 1990, 1, pp. 166-168. 
80. NAVARRO VALLS. R., El Matrimonio, en «Derecho Eclesiástico del Estado Espa-
ñol», Pamplona 1983, p. 408; Cfr. también LÓPEZ ALARCÓN, M.·NAVARRO VALLS, R., Curso 
de Derecho matrimonial canónico y concordado, Madrid 1987, pp. 32-33. 
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Al sancionarse el Código Civil se adoptó el 4° de estos sistemas, 
dando relevancia al matrimonio canónico, que rigió hasta el 12 de 
noviembre de 1888, año en que se dictó la ley de matrimonio civil. 
Actualmente, fruto de la mencionada ley 2393 de matrimonio civil de 
1888 y de las sucesivas leyes que mantuvieron esta solución, el régimen 
matrimonial argentino se encuentra entre los sistemas que componen el 
primer grupo, sistema que no resulta compatible con la libertad religiosa; 
la situación se encuentra agravada desde la sanci6n de la ley de divorcio, 
en 1987, que, como hemos dicho, s610 contempla el matrimonio 
disoluble. 
La solución más lógica y que debería ser adoptada es la que se 
propone en el tercero de los grupos, es decir, un sistema facultativo, y 
dentro de este sistema, uno de tipo latino, en el que el matrimonio reli-
gioso se encuentra enteramente sometido a las leyes religiosas y no s610 
en el momento de su celebración, como sería en un sistema facultativo 
anglosajón. 
La objeción de conciencia tiene en la República Argentina una muy 
escasa recepción. A nivel legislativo no se encuentra ninguna norma que la 
contemple. Y a nivel jurisprudencial ha sido recientemente recogida por la 
Corte Suprema de Justicia en un fallo relacionado con el cumplimiento del 
servicio militar ohligatorio, que ha originado una gran discusión en la 
doctrina81 • 
81 . Cfr. BIDART CAMPOS, G., Un brillante e innovador fallo de la Corte Suprema acoge 
parcialmente la objeción de conciencia para los deberes militares, en «El Derecho» 7 de junio 
de 1989, pp. 1-4; SINO POLI, S. M., La Corte Suprema y el ejercicio de los poderes militares, 
en «El Derecho» 7 de junio de 1989, pp. 7-8; HERRENDORF, D. E., Quien no quiere morir a los 
20 años no tiene por qué depositar su fe en las annas, en «El Derecho» 7 de junio de 1989, 
pp. 4-7; LEONARDI DE HERBÓN, H. M.-DEMARfA MASSEY DE FERRE, M. E. , La libertad de culto 
frente a la obligación de defender a la Patria y respetar sus s(mbolos, en «El Derecho» 99 
(1983), pp. 857-858; Cfr. INSIARTE, J. C., El objetor de conciencia, una figura resistida por 
las FF.AA., en «La Nación» II de marzo de 1992, p. 4; VALDUNCIEL DE MORONI, M. e., 
Objeción de conciencia y deber militar, Buenos Aires 1989. 
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111. EL PATRONATO 
A. El tratamiento del Patronato antes de la Constitución de 1853 
No trataremos aquí, por exceder los límites de nuestro estudio, acerca 
del origen del Patronato español, ni cómo se ejerció. Sí diremos, sólo a 
modo de advertencia, que el Patronato en la Argentina se practicó en un 
primer momento como continuación del Patronato español, para luego 
fundamentar la existencia de un Patronato argentino al margen o indepen-
diente del español. 
Al igual que todas las competencias que se atribuyó la Primera Junta 
de Gobierno Patrio, la correspondiente al ejercicio del Patronato también 
la asumió como representante de Fernando VII (hecho prisionero por 
Napoleón) y sustituyendo la autoridad de los Virreyes. Legón refleja la 
transcendencia de este hecho cuando dice que «en el reglamento que 
formó Moreno, en su carácter de secretario, para sujetar a normas la 
acción de la Junta, encontramos el artículo noveno, que dice lo siguiente: 
'Los asuntos de Patronato se dirigirán a la Junta en los mismos términos 
que a los señores virreyes, sin perjuicio de las extensiones a que 
legalmente conduzca el sucesivo estado de la península'»82. 
Zuretti, siguiendo esta misma línea, señala que: «Cuando llamamos a 
la Junta 'Primer gobierno patrio' correspondemos a nuestro punto de vista 
actual, mas en el momento que ella se instala es todavía un gobierno 
español representante de Fernando VII y substituto de la autoridad del 
virrey. Como representante de su soberano los patriotas ven en él las 
atribuciones del patronato por lo tanto creen heredar, al substituirlo, junto 
con el dominio temporal, el espiritual»83 
La Junta usó estas atribuciones. Declaró la sede vacante en Córdoba, 
sin que el obispo se encontrase en las circunstancias que prevé en esta 
situación, por el hecho de que éste, el Obispo Orellana, apoyaba a Liniers 
en su postura antirrevolucionaria. La Junta procedió a nombrar como 
Obispo auxiliar en esta sede a Rafael Andreu. Depuso a la abadesa de las 
82. LEGÓN, F. L, Doctrina y ejercicio del Patronato nacional, Buenos Aires 1920, 
p.229. 
83. Cfr. ZURETII, J. C., Historia Eclesiástica Argentina, Buenos Aires 1945, p. 183. 
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capuchinas por haber sido sorprendida manteniendo correspondencia 
epistolar con el enemigo, etc. 
Entre los actos que realizó la Primera Junta relacionados con esta 
materia, el más importante por su interés doctrinal es el informe pedido a 
dos canonistas cordobeses, Gregorio Funes y Juan Luis de Aguirre. 
El pedido se originó en la resolución de unas oposiciones para cubrir 
la vacante de la canonjía magisterial del cabildo de Buenos Aires. El 
planteamiento del problema se había iniciado ante el virrey Cisneros, pero 
cuando debió resolverse ya era la Junta la que gobernaba. Esta, antes de 
decidir la cuestión, quiso asesorarse para despejar la incertidumbre y se 
dirigió entonces a los mencionados canonistas. 
«La consulta se formuló a los sacerdotes Gregorio Funes y Luis de 
Aguirre y Texada y tendía concretamente a establecer: a) Si el Patronato 
Real de Indias era una regalía inherente a la soberanía o a la persona de los 
reyes que lo ejercieron, b) Si la Junta, representando legítimamente la 
voluntad general de las provincias, supliendo al representante del Rey 
cautivo, estaba facultada para la presentación de la canonjía magisterial 
vacante»84. 
Las respuestas son de especial importancia, porque, sin dejarse 
abiertamente de lado los derechos del rey, el Patronato se funda en unos 
principios que permitirán posteriormente excluir al rey. 
El Deán Gregorio Funes respondió sintéticamente, sin desarrollar más 
que los argumentos que consideraba estrictamente necesarios. A la 
primera pregunta contestó que se declaraba partidario de considerar al 
Patronato como un derecho inherente a la soberanía y no a la persona. 
Así, la frase será posteriormente mal interpretada y usada para apoyar el 
Patronato nacional. En realidad, el Deán Funes se explica un poco más en 
su respuesta, explicación que cambia bastante el sentido de su afirmación. 
En efecto, el Deán atIibuye al Patronato el carácter de derecho inherente a 
la soberanía, pero entendiendo esta soberanía como contrapuesta a la 
persona física del rey. Además, deja claramente sentado que el origen de 
este derecho es el reconocimiento por parte de la Iglesia, para recompensar 
a un benefactor. 
84. CASIELLO, J., Iglesia y ... , cít. p. 70. 
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El razonamiento del Deán Funes es, pues, el siguiente: La Iglesia 
reconoció el Patronato al rey de España por sus liberalidades para con la 
Iglesia, pero estas liberalidades no fueron hechas con bienes patrimoniales 
suyos, sino con fondos públicos, que sólo podían ser usados para utilidad 
común, de donde el reconocimiento hecho por la Santa Sede es debido a 
gastos del erario público, y por tanto el Patronato no sería un derecho de 
la persona, sino de la Corona o, en otras palabras, de la soberanía. 
Obviamente esta argumentación adolece del defecto de suponer que los 
bienes del monarca y los del reino estaban perfectamente divididos, cosa 
nada clara en ese entonces. 
Respecto a la facultad de la Junta de ejercer estos derechos, responde 
que es innegable que la Junta representa al rey, pues el gobierno es una 
exigencia de la sociedad, y en ausencia del rey la Junta asume el gobierno. 
Pero, como si dudase de la legitimidad de lo actuado en la Semana de 
Mayo (en la que se llevó a cabo la revolución que derrocó al virrey), 
considera que los poderes de la Junta se extienden a actuar lo necesario 
para mantener el orden público y no más, de forma tal que, como en el 
caso que se plantea, de nombrar una canonjía, no está en juego el orden 
público y puede esperar, la Junta debería abstenerse de proceder al 
nombramiento. 
El dictamen de Aguirre es semejante al de Funes en cuanto a las 
conclusiones a las que llega, pero tiene un tinte más regalista y se funda en 
más argumentos de tipo histórico. Considera, por lo tanto, al igual que 
Funes, que el Patronato es inherente a la soberanía, pero recomienda a la 
Junta que no 10 ejerza en este cas085. 
En lo que hemos explicado hasta ahora vemos reflejadas las dos 
posiciones fundamentales en este tema que destaca Bidart Campos. 
«Producida la ruptura entre nuestro país y España, el gobierno argentino 
reivindica para sí el derecho de patronato ( ... ). Las dos posiciones 
fundamentales han sido las siguientes: a) la que invoca un derecho de 
sucesión con respecto al patronato indiano heredado por el estado que 
surge en el territorio donde aquel se ejercía; b) la que adosa el ejercicio del 
85 . Cfr. CASIELLO, J., Derecho ConstitucionaL, cit., p. 229 
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patronato a la soberanía, y considera que es un atributo inherente al 
estado»86. 
«Durante la siguiente década -señala Méndez-, la situación permane-
ció confusa en la medida que se añadieron factores -entre ellos la 
restauración del rey en el trono español, la posterior alineación política de 
las colonias hispanoamericanas, la declaración final de la independencia 
política argentina, y la hesitación de la Iglesia Católica en Roma para 
conceder reconocimiento diplomático a las nacientes repúblicas hispano-
americanas- que complicaban la inestable situación»87. 
De todos modos, la Asamblea del año 1813 hizo uso del Patronato a 
todos los niveles imaginables, llegando, por ejemplo, a declarar extin-
guido el Tribunal del Santo Oficio. Entre las muchas medidas que tomó se 
encuentra la de declarar al Estado independiente de toda autoridad 
eclesiástica; medida ésta que fue interpretada por muchos autores, con 
dudosa intención, como un intento de la Asamblea de romper vínculos con 
la Santa Sede, cuando en realidad, y surge claramente de los demás 
decretos, se refiere a declarar la independencia de las autoridades 
peninsulares88. 
El Estatuto Provisional de 1815 veda como atribución del Director del 
Estado, que ejercía el Poder Ejecutivo, el ejercicio del Patronato: «no pro-
veerá o presentará, por ahora, ninguna canongía o prebenda eclesiás-
tica»89. En cambio, el Reglamento provisorio de 1817 invierte nueva-
mente la cuestión en materia del Patronato, estableciendo que «Presentará, 
por ahora, para las piezas eclesiásticas vacantes de las catedrales de las 
Provincias Unidas y demás beneficios eclesiásticos del Patronato»90. 
86. BIDART CAMPOS. G .• Derecho politico. Buenos Aires 1962. p. 445. 
87. M~NDEZ. J .• Church-Stale relations in Argentina in the twentieth Century: A case 
study 01 the Thirty-second International Eucharistic Congress. en .dournal of Church and 
State» 27 (1985). p. 225: «For next decade. the situation remained unclear as complicating 
factors -among them the restoration of the king on the Spanish throne. the further political 
alienation of the Spanish American colonies. the final declaration of Argentine political 
independence. and the hesitancy of the Catholic Church in Rome to grant diplomatic 
recognition to the nascent Spanish American republics- added to the unsettled situation». 
88. Cfr. LEGÓN. F. J .• Doctrina y .... cit.. pp. 244-248. En el mismo sentido cfr. 
ZURETTI. J. C .• Historia Eclesiástica .... cit.. p. 188. 
89. LEGÓN. F. J .-MEDRANO. S. W .• Las Constituciones .... cit .• p. 244. 
90 . Ibidem. p. 286 
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La Constitución de 1819, en el artículo 86, ya contiene casi la misma 
fórmula que encontramos en la actual Constitución, sólo que un poco más 
terminante, pues habla de «nombrar» en lugar de «ejercer los derechos en 
la presentación»: «nombra a los arzobispos y obispos, a propuesta en 
terna del Senado»91. y el artículo siguiente de esta misma Constitución 
amplía aún más sus facultades, pues según éste «presenta a todas las 
dignidades, canonjías, prebendas y beneficios de las iglesias catedrales, 
colegiatas y parroquiales, conforme a las leyes»92. 
Para terminar con los textos de tipo constitucional, digamos que la 
Constitución de 1826, en el artículo 95, dispone que el Presidente ejerce 
«el Patronato general respecto de las iglesias, beneficios y personas 
eclesiásticas con arreglo a las leyes; nombra a los arzobispos y obispos a 
propuesta en terna del Senado»93. El Pase está expresamente ordenado, 
dando intervención a la Corte Suprema de Justicia, de un modo muy 
semejante al que postel10rmente se plasmaría en la Constitución de 1853. 
Establecía también los recursos de fuerza, que pasaron a la Constitución 
del 53, y que fueron posteriormente derogados en la reforma de 1860, 
realizada a raíz de la incorporación de Buenos Aires a la Confederación. 
Un antecedente, que reivindicaba también el Patronato para el 
Gobierno Patrio y que tuvo mucha repercusión en su momento, fue el 
Memorial Ajustado. Se trata de un estudio hecho por el Fiscal de Estado 
Pedro José Agrelo, que posee un extenso título que empieza con las 
palabras «Memorial Ajustado». 
Los hechos que lo suscitaron se desarrollaron de la siguiente forma. 
En 1825 Monseñor Muzzi, Vicario de Su Santidad, nombró, desde 
Montevideo y en viaje hacia Roma, a don Mariano Medrano como 
Delegado Apostólico para regir la diócesis de Buenos Aires94. Este 
nombramiento no fue recibido con beneplácito, no sólo por entenderse 
91. Ibidem, p. 333 
92. Ibidem. El texto de los artículos que hemos mencionado puede verse también en 
ACADEMIA NACIONAL DE LA HISTORIA. El pensamiento constitucional Hispanoamericano hasta 
1830, Caracas 1961. 
93. Cfr. LEGÓN. F. J.-MEDRANO, S. W .• Las Constituciones ...• cit., p. 371. 
94. El documento por el cual es nombrado don Mariano Medrano Delegado Apostólico 
para la diócesis de Buenos Aires está fechado el 5 de febrero de 1925. y se encuentra recogido 
en LETURIA, P.-BATLLORI, M., La primera misi6n pontificia a Hispanoamérica (1823-1825). 
Relaci6n oficial de Mons. Giovanni Muui, CiUa del Vaticano 1963, p. 572. 
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que se afectaba al Patronato, sino también por la persona en que recaía, a 
quien habían destituido del cargo de Provisor a pedido de la sala de 
Representantes, por oponerse a la reforma eclesiástica de 1822. 
Medrano se limitó entonces a ejercer su poder sólo en el plano 
espiritual, dejando al frente de las diócesis a los Provisores, que eran 
elegidos por el cabildo eclesiástico y confirmados por el gobierno. 
La situación continuó así hasta que el 8 de octubre de 1829 el 
gobierno de Buenos Aires remitió una «súplica» al Santo Padre para que 
nombrase obispo para la diócesis de Buenos Aires, sin hacer mención 
alguna al nombramiento hecho por Muzzi; y ejerciendo el derecho de 
presentación, proponía a don Estanislao Zavaleta y al mismo don Mariano 
Medrano. 
La Santa Sede nombró a este último, don Mariano Medrano, vicario 
apostólico de Buenos Aires, consagrándolo obispo de Aulón, «in partibus 
infidelium», «motu proprio» y sin hacer ninguna referencia a la súplica 
presentada por el gobierno. 
La falta de mención a la súplica, y el hecho de que la bula de 
nombramiento fuese fechada el 7 de octubre de 1829, un día antes de la 
súplica, hizo que el fiscal Agrelo realizase ese estudio para reivindicar el 
Patronato. 
El Ministro de Gobierno Manuel José García, queriendo zanjar el 
problema de una vez, procedió a nombrar una junta de magistrados, 
teólogos, jurisconsultos, etc., para que se expidiera sobre la cuestión, 
expresada en 14 proposiciones. 
El voto de la mayoría de los consultados fue a favor de la existencia 
de los derechos del Patronato en poder del Gobierno Patrio. 
Pese a que el voto fue contrario, no tuvo la suficiente fuerza de 
convicción, y el Gobierno dio el Pase a la bula que designaba a don 
Mariano Medrano el 24 de marzo de 1834, por un decreto que decía: 
«Aunque en virtud de incuestionable derecho de patronato, cuyo ejercicio 
compete al gobierno, deben retenerse las dichas bulas y suplicarse de 
ellas, por falta de nombramiento y presentación del obispo instituido, con 
todo, atendiendo a que la persona en quien se ha provisto fue ya antes 
designada a la Santa Sede por el gobierno; y con el objeto también de 
consultar y conciliar intereses muy graves; y atendiendo a que es éste el 
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primer caso de su naturaleza que ocurre en el Estado después de su 
separación de la monarquía española, ha acordado el gobierno considerar 
al reverendo doctor Mariano Medrano como si hubiera sido nombrado y 
presentado en forma y otorgar el pase a las bulas respectivas no obstante 
aquellas faltas»95. 
B. El Patronato en la Constitución de 1853. Los artículos 86, inciso 8, y 
67, inciso 19 
El Patronato, estrictamente hablando, es decir, aquellas normas que 
regulan «la participación del Estado en la designación de las autoridades 
eclesiásticas»96, está contemplado en la Constitución argentina en los 
artículos 86, inciso 8°, y 67, inciso 19. 
El primero que hemos mencionado, el artículo 86,se refiere a las 
atribuciones del Poder Ejecutivo. En su inciso 8 establece: «Ejerce los 
derechos del patronato nacional en la presentación de obispos para las 
iglesias catedrales, a propuesta de una tema del senado». Como vemos se 
dispone, sin más, que el Poder Ejecutivo ejercerá el Patronato. Por su 
especial claridad, que no deja lugar a dudas sobre la regulación de este 
derecho, lo estudiaremos antes que el otro artículo (el artículo 67), que se 
refiere directamente al Patronato, como hemos dicho. 
El segundo artículo, el 67, se refiere a las atribuciones del Poder 
Legislativo y consta de 28 incisos. De éstos, el numero 19, que es el que 
nos atañe ahora, dice: «Aprobar o desechar los tratados concluidos con las 
demás naciones, y los concordatos con la Silla Apostólica; y arreglar el 
ejercicio del patronato en toda la Nación». Lo que nos interesa en este 
momento es el deber que tiene el Congreso de arreglar el Ejt?rcicio del 
Patronato. 
95. CASIELLO. J .• Iglesia y ...• cit.. p. 79. 
96 . Ibidem. p. 45. 
LA CUESTIÓN REUGlOSA EN LA CONSTITIJCIÓN ARGENTINA 121 
1. El artículo 86, inciso 8 
El Patronato propiamente dicho, tal como viene establecido en este 
artículo, no fue objeto de discusión en la Asamblea Constituyente. Es 
extraño que, en vistas a las ya estudiadas divergencias que existían en el 
seno de la Asamblea, la cuestión no produjese discusión alguna. Esta 
situación parece dada por el hecho de que la generalidad de los congre-
sistas consideraba al Patronato fuera de duda, como algo irrenunciable, es 
decir, como algo que debía ser reivindicado a toda costa; a esto contri-
buían los antecedentes estudiados, que atribuían este derecho, desde el 
primer momento, a los gobiernos surgidos después de la independencia. 
Los constituyentes se sublevaban ante la idea de que el Patronato, 
reconocido a España, pudiese serIe negado a los Gobiernos Patrios97• 
Hay otro posible motivo de esta falta de debate en la Asamblea sobre 
el Patronato. Este sería el temor que tenían los congresales de desbarrar en 
un tema tan importante, por su propia ignorancia del asunto. Esto se basa 
en el hecho de que el diputado Zenteno, al emitir su opinión acerca de este 
tema, dijo que pensaba debía agregarse al inciso octavo la frase «previo, 
para ello, un concordato con la Santa Sede», pues consideraba que sin 
esta condición no podía hacerse uso del Patronato, ya que así era 
practicado por todos los soberanos de las naciones católicas. citando 
distintos casos en su apoyo; lo que pasó después no lo sabemos, o el 
secretario no consignó las respuestas, o el temor, del que estamos 
hablando, hizo que los diputados, sin profundizar más el tema, aprobasen 
el inciso como había sido redactado por la comisión, sin añadir lo 
propuesto por Zenten098• 
En el seno de la comisión redactora es muy probable que sí se 
hubieran elaborado con más detenimiento estas disposiciones constitucio-
nales, pues resultan originales en relación a sus antecedentes. No en 
cuanto a establecer el Patronato, que todos lo hacían, pero sí en su 
extensión, que se encuentra claramente disminuida. Así, por ejemplo, 
Alberdi hacía más amplias las facultades del Poder Ejecutivo, extendién-
dolas al derecho de presentar «para los arzobispados, obispados, 
97. Cfr. LEGÓN, F. J., Doctrina y ... , cit., p. 292. 
98. Cfr. Ibidem, p. 293. 
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dignidades y prebendas de las iglesias catedrales a propuesta en tema del 
senado»99, algo semejante a lo que establecía la Constitución chilena, y la 
argentina de 1826. Cualquiera de estos tres modelos que haya sido 
seguido por la comisión, no fue tomado sin beneficio de inventarioH)(). 
La extensión que se dio al término obispos de iglesias catedrales se 
fue ampliando con el tiempo, como explica Bidart Campos: «Dijimos que 
el régimen del patronato está previsto en la constitución para proveer de 
«obispos a las iglesias catedrales» (art. 86 inc. 8°). Veamos qué extensión 
se le dio a la nOrma. a) En primer lugar, fue aplicada para la designación 
de los obispos diocesanos, es decir, de aquellos que ejercían el gobierno 
eclesiástico en una circunscripción territorial o «lugar». b) En segundo 
lugar, muy tardíamente se la aplicó para la designación de obispos 
«coadjutores con derecho a sucesión». c) En tercer lugar, el gobierno 
argentino entendió que los «administradores apostólicos sede plena», 
debían designarse conforme al régimen del patronato. d) No se ha apli-
cado el sistema del patronato para el nombramiento de obispos «titulares» 
(o sea, los no residentes o que carecen del gobierno de una diócesis en 
territorio argentino)>> 101. 
También se abarcó con este artículo, sin que la Constitución dijese 
algo expresal1lente, la intervención del Estado en la erección de diócesis. 
Dado que una vez creada una nueva diócesis, el Gobierno se consideraba 
en la obligación de proveer a la designación del Obispo, se aplicó el 
Patronato también a la erección de jurisdicciones eclesiásticas, en la 
medida en que no se podía nombrar Obispo si la diócesis no se hallaba 
reconocida por el Estado. 
El inciso 8 del artículo 86 se refiere a la «presentación». El «presentar 
no quiere decir, por supuesto, nombrar, lo que importa que la Santa Sede, 
puede, libremente, aceptar o rechazar el candidato propuesto»102. 
99. ALBERDI. J. B .• Bases para .. .• cit.. p. 301. 
100. Cfr. LEGÓN, F. J., Doctrina y ... , cit., pp. 293:294. 
101 . BIDART CAMPOS, O., Manual de ... • cit .• p. 162. 
102. CASIELLO, J ., Derecho Constitucional ... , cit., p. 241. 
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2 . . El artículo 67, inciso 19 
El inciso 19 del artículo 67 tampoco dio lugar a debate en la Asamblea 
Constituyente. 
El hecho de que no se debatiese este inciso no implica que no hubiese 
mayor interés por el concordato. La necesidad del concordato y de facilitar 
su celebración no sólo aparece en las palabras del congresal Zenteno, que 
hemos citado en el título anterior, ni el rechazo de su moción entraña un 
repudio al concortlato. Colodredo exige también el concordato como pre-
vio a la libertad de cultos; Lavaisse apoya la exigencia de que el presidente 
de la República sea católico, en la necesidad de celebrar el concordato. 
Gorostiaga consideraba que por el hecho de independizarse de España 
caducaban los concordatos acordados entre ésta y la Santa Sede, quedan-
do libre la Argentina para negociar y establecer sus propias relaciones. 
Es más, para reforzar la solución de esta cuestión, el artículo 86, 
inciso 14, establece entre las atribuciones del Poder Ejecutivo, que por el 
espíritu de la disposición es casi un mandato más que una facultad, la de 
concluir y firmar el concordato; asignando a este Poder, que por ser 
unipersonal resulta el más dinámico de los tres, todas las funciones rela-
cionadas con la negociación y reservando para el Poder Legislativo el 
aprobar o desechar los concordatos concluidos. 
No es pacífica la interpretación de la palabra arreglar que utiliza este 
inciso. Para Legón «arreglar el ejercicio del Patronato en toda la Nación», 
significa una facultad de orden interno por la cual el Poder Legislativo 
debe fijar las normas que regularán el ejercicio del Patronato, es decir, el 
modo en que se hará y los distintos aspectos de éste103• 
Bidart Campos, en cambio, considera que «el art. 67 inciso 19 esta-
blece, entre las competencias del congreso, la de 'arreglar' el ejercicio del 
patronato. y sabemos que las cuatro veces que el mismo artículo emplea el 
verbo 'arreglar', quiere significar con evidente precisión gramatical que se 
trata de una facultad referida a una cuestión bi o multilateral, en la que el 
estado no puede actuar unilateralmente ('arreglar': los límites interna-
cionales, el pago de la deuda interior y exterior, las postas y correos, yel 
ejercicio del patronato). De esta norma deducimos que sin arreglo previo, 
103 . Cfr. LEGÓN, F. J., Doctrina y ... , cit., pp. 294-295. 
124 LUIS MARTÍN CABALLERO 
el ejercicio del patronato está inhibido, y que puesto en funcionamiento 
dicho ejercicio sin el mismo arreglo, es un ejercicio 'desarreglado'. Todas 
las normas constitucionales sobre patronato deben, entonces, considerarse 
de carácter hipotético y condicional, hasta concretarse el arreglo. Sin 
embargo, esas normas se aplicaron más de cien años sin tal arreglo, el que 
sólo sobrevino en 1966, por 'Acuerdo' entre la Santa Sede y nuestro 
país» 104. 
Esta segunda postura se refuerza si se estudian los demás incisos de 
artículo 67 y se comprueba la precisa distinción terminológica empleada 
para cada uno de ellos. Así, habla de «establecer y reglamentar» un Banco 
nacional (inciso 5), «reglamentar la libre navegación de los ríos» (inciso 
9), y el más claro es el inciso 14, que habla de «arreglar» cuando se trata 
de los límites externos del país, y de «fijar» cuando se refiere a los límites 
interprovinciales. 
Respecto al Vice-Patronato, es decir, la posibilidad de que el Patro-
nato sea ejercido por las provincias, la opinión prácticamente unánime es 
la de negar esta posibilidad. Como escribe Ramella, «sancionada la 
Constitución nacional no parece discutible que esas funciones fueron 
delegadas al gobierno federal. Ello no obstante se cita como ejemplo del 
ejercicio del vicepatronato por las provincias, el decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional de 1° de mayo de 1855 que disponía que interín no se 
dicte la ley de patronato nacional 'los gobernadores de provincias son 
vicepatronos de las Iglesias fundadas en el territorio de su mando'»105. La 
doctrina constitucionalista ha considerado a este decreto, casi en total 
coincidencia, como inconstitucional. «Si como ha dicho la Corte, al 
declarar la inconstitucionalidad de la ley de San Juan de 16 de agosto de 
1870 que establecía la caducidad y pérdida de su capacidad jurídica a los 
conventos de Santo Domingo y San Agustín, 'todas las relaciones de la 
Iglesia con el Estado han sido puestas por la misma Constitución bajo el 
imperio y bajo la jurisdicción de los poderes nacionales', es inconciliable 
104. BIDART CAMPOS, G., Manual de ... , cit., p.161. En el mismo sentido Cfr. BIDEGAlN, 
C . M., Cuadernos de .. . , cit., pp. 96-97; CASIELLO, J., Iglesia y .. . , cit., pp. 134-135; 
ESTRADA, S., Nuestras relaciones con la Iglesia. Hacia un concordato entre la Sede Apostólica 
y el Estado argentino, Buenos Aires 1963, pp. 102-105. 
105. RAMELLA, P., Derecho Constitucional, cit., p. 156. 
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con los textos constitucionales el ejercicio del vicepatronato por las 
provincias» 106. 
IV. OTRAS NORMAS VINCULADAS CON EL PATRONATO 
A. La admisión de nuevas órdenes religiosas 
El inciso 20 del artículo 67 de la Constitución argentina establece, 
como atribución del Congreso, la de «admitir en el territorio de la nación 
otras órdenes religiosas a más de las existentes». 
Tal como hemos visto ya, el Patronato en sentido estricto no fue 
objeto de grandes debates en el Congreso Constituyente; pero sí lo fue, en 
cambio, esta disposición. El hecho resulta lógico si se tiene en cuenta que 
muchos de los congresales se encontraban influenciados por una ideología 
de tipo liberal, pero no anticatólica, y esta regla viola la libertad que se 
proponían difundir, basándose en intereses no precisamente cristianos. 
«El diputado Llerena manifestó que lo encontraba contradictorio (el 
inciso que estamos estudiando) con el principio de libre asociación que 
reconoce el artículo 14, y con el principio de la libertad de cultos, ya que 
el poder legislativo tendrá la facultad de negar el ejercicio en asociación de 
alguno de ellos» 107. 
Seguí manifestó que para él este tema tenía poco interés, al igual que 
la propagación de las órdenes religiosas, pero que resultaba innegable la 
observación realizada por Llerena. 
Gorostiaga respondió a Llerena argumentando: «Por lo pronto, debo 
recordar que todas las prerrogativas que acuerda esta Constitución, están 
sujetas a las leyes que reglamentan su ejercicio. Luego no hay contra-
dicción entre permitir la formación de asociaciones con fines útiles y 
restringir el número de ellas cuando así convenga al Estado. La Constitu-
ción de Francia, agregaba, consagra la libertad de cultos y la de asocia-
ción. Pero en 1835 procedió a expulsar a los jesuitas» 108. 
106. Ibidem . 
107 . LEGÓN. F. J., Doctrina y ... • cit., p. 292. 
108. CASIELLO, J., Iglesia y ... , cit.. p. 210. 
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Zapata, como miembro de la comisión redactora, apoyó el inciso 
explicando su fundamentación: «Que si la atribución que se discutía se 
particularizaba a las órdenes religiosas que a más de las existentes 
quisieran introducirse en el país, era porque estas órdenes tenían su 
dependencia comúnmente de un general residente en Roma y dependiente 
del Santo Padre, que es también soberano de un Estado; que a ejemplo y 
por analogía de principios con los asuntos referentes al derecho de 
patronato, había querido la comisión encargar la «vigilancia» sobre este 
punto delicado, a uno de los altos poderes federales»l09. 
A esta intervención de Zapata, Lavaisse, que también se manifestó 
contrario a este inciso, replicó que los anglicanos tenían como jefe al rey 
de Inglaterra, y lo mismo podía decirse de otras religiones, sin que por 
ello se establezcan restricciones análogas para esos cultosllO. 
De todos modos el inciso fue aprobado tal y como había sido 
redactado por la comisión encargada del proyecto. 
Surge, a «contrario sensu» de la misma norma, que las órdenes 
religiosas que ya se encontraban instaladas en el país en 1853, se 
encuentran implícitamente reconocidas111. 
Bidart Campos nos da unos criterios para la interpretación, que debe 
ser restringida, del alcance de este inciso: «a) se limita a las entidades 
religiosas que, conforme al derecho canónico, son «órdenes», y no se 
extiende a las que son meras «comunidades» o «congregaciones» religio-
sas, y mucho menos a asociaciones eclesiásticas de laicos; b) se limita al 
caso en que la orden religiosa pretende que el estado la reconozca con ese 
«status de orden», y no se extiende al caso en que la orden sólo postula su 
existencia como simple persona jurídica» 112. 
Por el contrario, continúa el mismo autor, «a tenor de estas reglas, 
hemos considerado que la admisión por parte del congreso 'no hace falta': 
a) cuando la entidad no es una orden religiosa, sino una congregación o 
comunidad religiosa, un instituto secular o una asociación eclesiástica; b) 
109. Ibidem. 
110. Cfr. RAMELLA. P .• Derecho Constitucional, cit.. p. 147. 
111. Cfr. BIDEGÁIN. C. M .• Cuadernos de .... cit.. p. 90. En el mismo sentido. CASIELLO. 
J •• Iglesia y .... cit.. p. 209. 
112. BIDART CAMPOS. G .• Manual de .... cit.. p. 165. 
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cuando aun siendo una orden, se satisface con obtener la personalidad 
jurídica propia de cualquier asociación civil» 113. 
El tema fue considerado por la comisión redactora como de una 
importancia tal que en el artículo 108 de la Constitución expresamente se 
veda a las provincias la facultad de admitir nuevas órdenes religiosas. 
«Esta implícita interdicción de las órdenes religiosas, si bien resulta 
de la letra constitucional, carece de vigencia real en el país. A pesar de 
ella, varias órdenes se han radicado en el territorio nacional sin solicitar un 
permiso que nadie ha exigido y que ni persona alguna podría exigirlo sin 
riesgo de violar los principios fundamentales del derecho natural. En el 
momento de ser sancionada la Constitución, la Argentina contaba con 
casas de religiosos franciscanos, dominicos, mercedarios y agustinos. Se 
establecieron después benedictinos, cistercienses, lateranenses trinitarios, 
teatinos, servitas, basilianos, escolapios, carmelitas, hospitalarios de San 
Juan de Dios que, sin requerir autorización del Congreso, se limitaron a 
valerse de los derechos reconocidos a ciudadanos y extranjeros para 
constituir asociaciones y ejercer la docencia u otros menesteres 
benéficos» 114. 
B. E1Pase 
«El Pase o Exequatur es la sujeción de los actos emitidos por la 
autoridad eclesiástica al consentimiento de la autoridad civil» 115. Equivale 
a la aprobación concedida por la autoridad civil, como hemos dicho, para 
que los actos de la autoridad eclesiástica puedan ejecutarse en su territorio. 
Su origen se remonta al Pase regio, y es una prolongación de éste, 
que comenzó a ejercerse en los tiempos del Cisma de Occidente. La 
situación anormal que se había creado por la existencia de hasta tres 
Papas, sin que se consiguiese, al menos en ese momento, determinar cuál 
113 . Ibidem . Esta limitación del precepto a las órdenes religiosas estrictamente 
hablando es compartida por la mayoría de los autores: cfr. CASIELLO. J .• Iglesia y .. .• cit.. 
pp. 211-220; ESTRADA. S .• Nuestras relaciones .. .• cit., p. 86; BIDEGÁIN, C. M ., Cuadernos 
de .. . , cit., p. 90. 
114. ESTRADA, S .• Nuestras relaciones .. . , cit., pp. 85-86. 
115 . BIDART CAMPOS, G., Manual de ... , cit., p . 164. 
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era el legítimo (grandes santos obedecían a uno u otro) provocó que los 
Estados católicos de aquella época también tomaran postura por uno o por 
otro. Y era entonces necesario revisar los documentos pontificios que 
arribaban para acreditar que procedían del Papa que consideraban legíti-
mo, y según eso darles o no ejecución. Superada la crisis, el absolutismo 
monárquico no dejó de aplicar el Pase116• 
En lo que a la Argentina se refiere, «La exigencia del exequatur, 
mantenida durante aquellas años postrevolucionarios. pasó a la Constitu-
ción vigente, como pasó también, implícitamente, el ius inspectionis, al 
asignar al poder legislativo la facultad de pronunciarse sobre la admisión 
de nuevas órdenes religiosas. El ius exclusiva e ha quedado superado, 
desde la era colonial, por el ius nominationis atribuido al gobierno civil 
dentro del régimen de patronato» 117. 
Recogiendo esta tradición, el inciso 9 del artículo 86, sobre atribu-
ciones del Presidente de la nación, prevé que «concede el pase o retiene 
los decretos de los concilios, las bulas, breves y rescriptos del Sumo 
Pontífice de Roma con acuerdo de la Corte Suprema; requiriéndose 'una 
ley cuando contienen disposiciones generales y permanentes». Como se 
puede ver, el artículo da intervención a la Corte Suprema de Justicia para 
cada caso, y en algunos, inclusive al Congreso. 
Este inciso fue tratado junto con el anterior, el 8, que establece el 
Patronato; y al igual que éste, no fue objeto de debate alguno, salvo la 
moción de Zenteno que hemos visto, pidiendo que se agregue «previo, 
para ello, un concordato con la Santa Sede» y que fue rechazada sin 
mayores discusiones. 
La norma que estamos analizando sólo tuvo aplicación, en la práctica, 
en tanto que esos actos de gobierno de la Iglesia implicaban medidas que 
debían ser reconocidas por el Gobierno, con fines presupuestarios o con 
cualquier otro fin. Así fue aplicada, por ejemplo, a la designación de 
ciertos Obispos, aun cuando fuese uno de los casos en los que no mediaba 
presentación por parte del Gobierno. En estos casos, el pase se otorgaba 
haciendo una expresa reserva del Patronato nacional. 
116 . Cfr. BIDEGÁIN. C. M .• Cuadernos de ... • cit.. p. 88. 
117 . ESTRADA. S., Nuestras relaciones .. .• cit .• pp. 76-77. 
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En 1960, cuando la designación de un Obispo recaía sobre la persona 
presentada por el Gobierno argentino, lo que sucedía en la mayoría de los 
casos, se dejó de aplicar el pase para la bula que lo designaba. 
Para Bidegáin, esta norma coarta la libre comunicación de la Iglesia 
con sus fieles, la coloca en una situación de inferioridad con respecto a los 
demás cultos, es anacrónica respecto a los modernos sistemas de comu-
nicación y contraría el principio consagrado en el artículo 19118. 
Esta afirmación la explica de la siguiente forma: «Esa norma, además 
de anacrónica, es prácticamente inaplicable en cuanto se la interpreta 
armónicamente con lo que dispone el artículo 19 y ello explica su virtual 
pérdida de vigencia antes de concertarse el Acuerdo de 1966 y total 
desuetudo a partir de entonces. 
«En la medida en que 10 eclesiástico no produzca efectos civiles que 
puedan afectar al orden jurídico argentino, al estado no le interesa el 
contenido de los documentos de ese origen. Pertenece exclusivamente a la 
conciencia, al fuero interno de los fieles, acatarlos o no, y sus acciones 
privadas en tal sentido, en tanto no ofendan al orden y a la moral pública, 
ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios y exentas de la 
autoridad de los magistrados» I 19. 
C. El requisito de pertenencia al Culto Católico 
El tema que estudiaremos en este título tiene gran importancia para 
comprender la postura constitucional en relación a la Iglesia, aunque en sí 
mismo y aisladamente considerado, se trate de unas pocas palabras de un 
artículo. 
El artículo 76 de la Constitución argentina establece que: «Para ser 
elegido Presidente o Vicepresidente de la Nación, se requiere haber nacido 
118. Para facilitar la comprensión del razonamiento realizado por este autor, que 
explicamos a continuación, transcribimos nuevamente aquí el texto de la primera parte del 
artículo 19 de la Constitución argentina : «Las acciones privadas de los hombres que de 
ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo 
reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados». 
119. BIDEGÁIN, C . M., Cuadernos de ... , cit., p. 89. En el mismo sentido cfr. ESTRADA, 
S., Nuestras relaciones ... , cit., pp. 83-84. 
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en el territorio argentino, o ser hijo de ciudadano nativo, habiendo nacido 
en país extranjero; pertenecer a la comunión católica apostólica romana, y 
las demás calidades exigidas para ser electo senador». 
En la sesión de la Asamblea Constituyente del 26 de abril de 1853, 
Leiva intentó que se introdujese un artículo referido a que «para obtener 
cualquier empleo civil en la Confederación argentina se necesita que el 
individuo profese y ejerza el Culto Católico apostólico romano». Lavaisse 
dijo estar en general de acuerdo con él, pero consideraba que esto sólo 
debía aplicarse a los funcionarios. La moción fue finalmente rechazadal20• 
En la sesión del 29 de abril, en la que se debatió el artículo que 
estamos estudiando, Lavaisse retomó el proyecto de Leiva proponiendo 
que entre los requisitos para el Presidente y Vicepresidente de la Nación se 
agregase el de pertenecer al Culto Católico. Fundamentaba su propuesta 
sobre la razón de que, puesto que el artículo 86, incisos 8 y 9, concede al 
Poder Ejecutivo los derechos de Patronato y del Pase, y el artículo 2° 
impone el deber de sostener el Culto Católico, no podría ser otro que un 
católico el que ejerciese estos derechos y cumpliese estos deberes l21 • 
Gorostiaga dijo que la comisión no había considerado necesaria esta 
condición en razón de que la mayoría del país era católica y que por lo 
tanto, al ser elegidos popularmente estos funcionarios, creía que esto era 
suficiente garantía de que la elección no recaería en alguien que no 
reuniese todas las condiciones necesarias para gobernar, entre ellas la de 
ser católico. Sin embargo, concluyó que él se conformaría con la 
adición 122. 
Campillo se manifiesta partidario del agregado, diciendo que él estaba 
deseoso de que los altos funcionarios de la Confederación fuesen cató-
licos, y que en relación a los diputados y senadores se quedaba tranquilo 
respecto a que ostentarían esta condición, pues su elección estaba 
reservada al pacto de los pueblos y de las legislaturas provinciales, de 
cuyos sentimientos católicos no podía dudar l23 . 
120. Cfr. RAMELLA. P .• Derecho Constitucional. cit.. p. 147. 
121. Cfr. Ibidem. 
122. Cfr. SIERRA. V. D .• Historia de .. .• cit.. p. 168. 
123. Cfr. Ibidem . 
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También Gutiérrez expresó su adhesión a la moción, pero no por los 
argumentos esgrimidos hasta el momento, sino porque creía que ése era el 
medio indirecto de reconocer que esa religión impuesta al gobernante era 
la religión a la que pertenecían la casi totalidad de los habitantes de la 
Confederación Argentina; ya que las obligaciones que les impone el 
Patronato no las cumpliría con la fe sino con la razónl24. 
Zenteno y Seguí apoyaron a Lavaisse , aunque el segundo señaló que 
esto no era conforme con sus principios constitucionales y no guardaba 
armonía con el plan y la estructura del proyecto. 
Bidegáin, remarcando la importancia de esta norma en la estructura de 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado en la Constitución, y subrayando 
cómo tal norma apoya una interpretación amplia del artículo 2°, argumentó 
que «si por el ejercicio del patronato y el sostenimiento del culto, la 
constitución establece requisito de tal significación para el presidente, 
como la pertenencia a un culto, señal es de la preeminencia de ese culto y 
de la importancia de esas facultades, ya que para un correcto ejercicio se 
exige tan especial cualidad. Pensemos, sin ir más lejos, que siendo 
comandante en jefe de las Fuerzas Armadas (art. 86, inc. 15) no le exige 
grado ni siquiera instrucción militar. En realidad, la constitución exige tan 
sólo tres requisitos al presidente: nacionalidad, religión y edad (arts. 76 y 
47)>>125. 
Para Bidart Campos la norma no sólo se funda en el derecho del 
Patronato, sino que implica sobre todo una valoración axiológica de la 
Religión Católica como religión verdadera, no limitándose a un reconoci-
miento meramente sociológico l26. 
Mucho se ha discutido sobre el significado del verbo «pertenecer» y 
sobre la conveniencia o no de suprimir este requisito. Estudiaremos tan 
sólo la discusión doctrinal acerca de la primera de estas cuestiones. 
¿Qué quiere decir «pertenecer»? También este tema ha suscitado no 
pocas discusiones entre los tratadistas. Los análisisexegéticos del consti-
tucionalismo observan que el texto dice «pertenecer» y no «profesar», 
124. Cfr.lbidem. 
125. BIDEGÁIN. C. M .• Cuadernos de ...• cit.. p. 81. 
126. Cfr. BIDART CAMPOS, G., Manual de ... , cit., p. 158. 
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entendiendo por lo tanto que no se exige una práctica de la fe y que tal 
condición se cumple con el bautismo. 
Otra corriente doctrinal no lo entiende así. Para ella el Presidente, para 
ser idóneo en el desempeño de su cargo, no puede abjurar del catolicismo, 
no puede con su conducta hacerse acreedor a una excomunión, porque de 
lo contrario cesa en él la condición de elegibilidad que fija el artículo 76 y 
viola el juramento que ha hecho de cumplir la Constitución según el 
artículo 80. 
El debate de la ley que introdujo el divorcio vincular dio lugar a que la 
doctrina discutiese también este tema, en relación con la posibilidad-deber 
de que el Presidente la vetase. Los sostenedores de la segunda de las 
posiciones que hemos 'esbozado, es decir, la que sostiene que no basta 
con ser bautizado, sino que se requiere además la práctica de la fe cristiana 
conforme a la doctrina católica, han visto, en el veto del presidente a la 
mencionada ley, no ya una mera obligación moral, sino un estricto deber 
institucional, hasta tal punto que si así no lo hiciere sería posible la 
realización de un juicio político por incumplimiento de los deberes del 
cargo. La postura, al menos en lo que a la consecuencia de no vetar la ley 
se refiere, no pasa del plano teórico, pues de hecho se aprobó la ley de 
divorcio y nadie planteó el juicio político del Presidente por no haberla 
vetado. 
D. E/juramento presidencial 
El juramento que deben prestar el Presidente y el Vicepresidente de la 
Nación al tomar posesión de su cargo tiene una fórmula fija que está 
establecida en el artículo 80 de la Constitución: «Yo, N.N., juro por Dios 
Nuestro Señor y estos Santos Evangelios, desempeñar con lealtad y 
patriotismo el cargo de Presidente (o Vicepresidente) de la Nación, y 
observar y hacer observar fielmente la Constitución de la Nación 
Argentina. Si así no lo hiciere, Dios y la Nación me lo demanden». 
La discusión de este artículo en la Asamblea Constituyente fue 
inexistente. Esto se debió a que todo lo que debían decir sobre la materia 
ya había sido dicho al debatirse el requisito de pertenencia a la Comunión 
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Católica. Pero principalmente la ausencia de debate tuvo su origen en el 
hecho de que la Constitución debía estar terminada y aprobada para el día 
1° de mayo de 1853, primer aniversario del pronunciamiento de Urquiza 
contra Juan Manuel de Rosas. Si, como hemos visto, el artículo 76 fue 
tratado el 29 de abril y el artículo 86 requirió cierto intercambio de 
opiniones, nos podemos hacer una idea de la celeridad con que fueron 
tratados los demás artículos, entre ellos el que estamos considerando. 
Como dice Sierra, «los artículos pasaban como postes de teléfono vistos 
desde un tren»127. 
Por otra parte, esta fórmula de juramento del Presidente no hace más 
que recibir de una forma atenuada las fórmulas que establecían los ante-
cedentes constitucionales, es decir, haciendo cierta referencia a la religión 
pero sin incluir su protección como objeto del juramentol28. 
E. La conversión de los indios al catolicismo 
La norma de la que nos ocuparemos ahora tiene una singular rele-
vancia en orden a comprender la postura de la Constitución del 53 frente a 
la Iglesial29. Para Bidart Campos hay una trilogía normativa que describe 
la posición de la Iglesia dentro de la Constitución. Compuesta ésta por el 
artículo 2°, con la interpretación que hemos visto él le da, el artículo 76, 
que hemos estudiado en este mismo apartado, y el artículo que ahora 
tratam os 130. 
Debido a esa especial trascendencia, resaltada en el párrafo anterior, 
hemos reservado para este último título del apartado el estudio de esta 
norma, si bien debería haber sido la primera siguiendo el orden del 
articulado. 
El artículo 67, sobre atribuciones del Congreso, en el inciso 15, 
enumera entre los deberes de éste el de promover la conversión de los 
indios al catolicismo: «Proveer a la seguridad de las fronteras; conservar el 
127. SIERRA. V. D .• Historia de ... . cit.. p. 168. 
128. Cfr. LEGÓN. F. J .• LAs constituciones ...• cit.. p. 284. 
129. Cfr. BIDEGÁIN. C . M .• Cuadernos de ... . cit.. p. 81. 
130. Cfr. BIDART CAMPOS. G .• Manual de ... . cit.. p. 158. 
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trato pacífico con los indios, y promover la conversión de éstos al 
catolicismo» . 
Entre los cargos que presentaron contra Alberdi con motivo de su 
proyecto de Constitución, que inspiró el texto de 1853, figuraba el de 
haber vaciado en éste la Constitución de los Estados Unidos. Pese a esta 
crítica, es innegable que, en todo a lo referente a la Iglesia, Alberdi no 
siguió aquella Constitución. «Cabe hacer una digresión respecto de este 
inciso, que marca la originalidad de nuestra constitución en este aspecto: la 
constitución norteamericana se refiere a las tribus indias en el artículo 
primero, sección octava, dentro de la llamada cláusula comercial (nuestro 
arto 67, inc. 12). Considera a los indígenas como a comunidades extran-
jeras con las cuales tan sólo tiene atinencia el congreso para regular el 
comercio. En cambio nuestra constitución se refiere en el artículo 67, 
inciso 15, a las fronteras y a los indios. El término frontera es aquí límite 
físico y a la vez límite cultural. Se llamaba entonces frontera a los límites 
de la civilización. Los 'infieles' o indígenas estaban más allá de la frontera 
que enmarcaba la existencia del 'cristiano'. Nuestra constitución, en esta 
disposición, se refiere a la frontera como delimitación cultural y a los 
indios no como hostes susceptibles de acciones bélicas o de trato 
comercial, sino como elemento aún no incorporado a una cultura todavía 
en expansión geográfica» 131. 
De acuerdo con esta interpretación vemos que la norma procura que 
se mantenga el trato pacífico con los indios y su incorporación a la 
civilización, aunque esto último no lo explicite el artículo con tales térmi-
nos sino con otros, esto es, hablando de promover la conversión de los 
indios al Catolicismo. Esto permite advertir en qué medida la Constitución 
realiza una valoración positiva del Catolicismo, puesto que para ella la 
conversión de los indígenas a esta religión es la · señal más clara de su 
incorporación a nuestra civilización132• 
Esta atribución-obligación del Congreso puede dar lugar a limitacio-
nes a la libertad religiosa, consagrada en el artículo 14, en aquellas zonas 
en que la mayoría de la población sea indígena. 
131 . BIDEGAIN. C. M .• Cuadernos de ... • cit .• p. 82. 
132 . Ibidem. 
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En este sentido y con este fundamento, el Gobierno del general 
Farrell dictó el decreto 15829/46, que hemos estudiado133, y que estable-
cía que en lo sucesivo no podrían instalarse nuevas misiones, etc., desti-
nadas al proselitismo entre los indios, distintas de las pertenecientes al 
Culto Católico. Como también hemos visto, este decreto no tuvo prácti-
camente aplicación por no haber sido ratificado por el Gobierno constitu-
cional instalado pocos meses después. 
Para terminar lo referente a este inciso, cabe decir que se trata de una 
norma con escasa aplicación, si se excluyen especiales ayudas de tipo 
económico, pero que, como hemos dicho, refleja el espíritu y la intención 
inserta en el conjunto de la Constitución de 1853. 
CONCLUSIONES 
1. La revolución en el Río de la Plata se inspiró inicialmente en la 
teoría del escolasticismo español. De todos modos, cabe destacar la nítida 
influencia del liberalismo ilustrado en la configuración del pensamiento 
constitucional rioplatense. El pensamiento constituyente argentino recogió 
de la tradición hispánica los ideales de justicia y la valoración positiva del 
factor religioso, pero resolvió la cuestión religiosa basándose también en 
el pensamiento político norteamericano, que tanto ha influido en otros 
aspectos, conjugando de esta forma la libertad religiosa con la superación 
del indiferentismo liberal. 
2. El artículo 2 de la Constitución argentina debe ser objeto de una 
interpretación sistemática, es decir, considerado dentro del cuerpo legal en 
el que se encuentra incorporado. Interpretación que no limita su alcance al 
mero apoyo económico prestado por parte del Estado a la Iglesia Católica, 
sino que, por el contrario, se confiere una significación más amplia, 
impone la obligación de mantener con ella un trato específico, que no 
comprende únicamente la cuestión económica. 
133. Vid. Cap.II.D. 
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3. Fruto de la convergencia entre la tradición española y las ideas 
del liberalismo, que se da en la Constitución argentina, podemos decir que 
la Carta Magna propone una regulación de la libertad religiosa adelantada 
para su tiempo. En efecto, en virtud de la tradición jurídica española se 
supera el indiferentismo propio del liberalismo, que con tanta frecuencia 
se convirtió en laicismo antirreligioso, reemplanzándolo por una valora-
ción positiva y específica del factor religioso. Por otro lado, gracias a los 
planteamientos liberales, esa valoración positiva y específica del factor 
religioso se decantó en favor de la libertad religiosa y no en el de una 
confesión determinada, la Iglesia Católica, como religión única y exclu-
siva del Estado, propio de los antecedentes de la Constitución de 1853. El 
tratamiento que a la libertad religiosa se le otorga en la Constitución 
argentina es compatible con las disposiciones del Concilio Vaticano 11, 
pese a que la misma fue dictada más de cien años antes. 
4. Pese al planteamiento liberal con el que se encaró la redacción de 
la Constitución argentina, ella contiene muchos elementos regalistas, 
resabio de sus antecedentes, que no se han convertido en graves escollos 
gracias a la buena voluntad de la Iglesia, por un lado, y de los distintos 
Gobiernos por otro. 
5. El Patronato en la Argentina se ejerció en un primer momento 
como continuación del Patronato español, para luego fundamentar la 
existencia de un Patronato argentino al margen o independiente del 
español. 
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